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Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de diciembre del 2014. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  

En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junta a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.
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· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes
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· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos votados

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos ingresados

· Actualización de Constitución Política anotada

	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




	OBLIGACIÓN DE DECLARAR INGRESO DE DINERO AL PAÍS


Expediente:14-018692-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 35 de la Ley número 8204, Reforma integral a la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. La norma se impugna por cuanto viola el artículo 11 constitucional al otorgar a los funcionarios aduaneros y a la misma Dirección de Aduanas facultades confiscatorias, prohibidas por el artículo 40 constitucional, sin un debido proceso. Añade que la norma impugnada permite a los funcionarios del Ministerio de Hacienda arrogarse potestades sancionatorias reversadas a otros entes. Manifiesta que la norma impugnada viola el artículo 39 constitucional por atribuirle a la administración la facultad de actuar iuris et de iure, sin darle al administrado el derecho de defender su peculio, de argumentar, de probar y ser sometido a la comprobación de una falta, delito o cuasidelito. La norma impugnada, continúa, lesiona los artículos 40 y 45 de Constitución Política al facultar  a la administración ejecutar una pena confiscatoria. Resolución de las 14:38 horas del 04 de diciembre del 2014. 

	LICENCIAS E INCAPACIDADES EN LA CCSS

Expediente:14-019068-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 48 del Reglamento para el otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del seguro de salud, aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, por medio del artículo 10 de la sesión número 8712 del 24 de abril de 2014, que en lo que interesa dispone: “…  No está permitido enviar referencias de los servicios de pediatría, solicitando a medicina general que otorgue incapacidades a padres de niños enfermos internados o ambulatorios para su cuido.”.

La norma se impugna en cuanto considera la accionante que es inconstitucional, ya que lesiona los derechos fundamentales de los menores, que por una situación particular delicada de salud, requieren, para poder garantizar su supervivencia, que a sus progenitores se les extienda una incapacidad, de acuerdo a los criterios de los médicos tratantes. Expone que en su caso particular, tuvo un parto prematuro de gemelos a las 26 semanas, siendo que su hija falleció y su hijo, pesó 1050 gramos al nacer y es actualmente oxígeno dependiente. Por orden médica y según epicrisis aportada en el recurso de amparo que se conoce en el expediente número 14-015593-0007-CO, el menor necesita permanecer bajo su cuido para garantizarle su vida, pues requiere de la lactancia materna para su crecimiento así como para el desarrollo de sus defensas y dada su condición prematura, no puede beber el chupón. En virtud de lo anterior, el médico recomendó la extensión de la licencia hasta que el menor tenga un año de edad; no obstante, la Caja Costarricense de Seguridad Social rechazó la solicitud con base en la norma impugnada. A juicio de la actora, la norma es discriminatoria y contraria a la Constitución Política, en tanto no permite que los servicios de pediatría, soliciten a medicina general, el otorgamiento de incapacidades en casos de suma necesidad como el suyo. Estima la prohibición que contempla la norma accionada atenta contra la vida del menor, ya que sólo ella puede hacerse cargo de los cuidados delicados que este necesita; sin embargo, se le está obligando a reincorporarse al trabajo, pues no puede permanecer sin recursos económicos. Alega que al no extenderse la incapacidad referida por el médico especialista, se ve impedida a cuidar a su hijo con el agravante que puede representar para la vida del menor, así como para sus otros derechos fundamentales. A criterio de la parte accionante, la norma además de discriminatoria es contraria a la protección especial de la que gozan tanto ella como su hijo, según lo dispuesto en los artículos 53 y 55 de la Constitución Política, así como al interés superior del menor y lo contemplado en la Convención sobre los Derechos del Niño. Resolución de las 9:44 horas del 16 de diciembre del 2014.

	RECONOCIMIENTO DE DERECHOS DE LOS HABITANTES DEL CARIBE SUR

Expediente:14-019174-0007-CO
Sentencia:Pendiente 

Acción de inconstitucionalidad contra la  LEY NÚMERO  9223 DEL 10 DE MARZO DE 2014.

La norma se impugna en cuanto reduce parte de una zona protegida del Refugio de Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo, para reconocer derechos a una comunidad, sin que se presente el requisito constitucional de compensación del área suprimida, lo cual es contrario al principio precautorio y de no regresión en materia ambiental. Además, pese a lo indicado por la Sala en la sentencia número 2012-13367 -oportunidad en la que se consultó sobre la constitucionalidad del proyecto de ley-  la Ley 9223  se emitió sin contar con los estudios técnicos que determinen técnica y científicamente el impacto real sobre el ambiente, lo que constituye un vicio en el procedimiento legislativo, pues se omite cualquier estudio técnico comprobable  que determine la razonabilidad e idoneidad de las nuevas medidas que se le dan a la zona protegida y a la que queda fuera de ella.  Alega que la norma impugnada contraviene el principio de irreductibilidad o de no regresión contendido en los instrumentos internacionales como el Convenio de Diversidad Biológica  y el Convenio de Washington, que exige que la reducción, segregación, exclusión y todo tipo de desafectación territorial  o espacial de áreas protegidas califica como un acto excepcional y reforzado, que debe cumplir con una serie de requisitos técnicos y legales que tienen como fin impedir todo tipo de regresión en esta materia. Esos requisitos derivan del Artículo III de la Convención para la Protección de la Flora, de la Fauna y de las Bellezas Escénicas Naturales de los Países de América, conocida como el Convenio de Washington, así como en la normativa interna. Asimismo, reclama que otro vicio esencial del procedimiento legislativo de la Ley 9223, es la omisión de consulta a los pueblos indígenas, cuando sus tierras o sus intereses  culturales pudieran verse afectados por la promulgación de alguna normativa, lo que vulnera el Convenio 169 de la OIT. En su criterio, el proyecto de ley debió haberse consultado directamente a los pueblos y pobladores nativos y autóctonos  de la zona, con antecedentes centenarios de vida en esas zonas, como lo es la población afrodescendientes  y los pobladores indígenas de la zona. Ese requisito se sustituyó por consultas a organizaciones no necesariamente representativas de esos grupos.  El proyecto también debía ser consultado a los Consejos Regionales Ambientales, los cuales tampoco fueron consultados. Finalmente, el Refugio de Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo había sido incluido por Costa Rica dentro de la lista de humedales de importancia internacional con base en la Convención RAMSAR, esa protección abarca la totalidad de dicha área, incluyendo la zona costera, la cual se desafecto con la ley 9223, lo que además, resulta violatorio de los compromisos asumidos por Costa Rica en esos convenios internacionales en materia ambiental. Resolución de las 11:23 horas del 17 de diciembre del 2014.

	LEVANTAMIENTO DEL VETO A LA REFORMA PROCESAL LABORAL

Expediente:14-019542-0007-CO
Sentencia:Pendiente 

Acción de inconstitucionalidad contra los Acuerdos Ejecutivos No. DP-036-2013 de 20 de mayo de 2013 y No. 021-MP-MTSS-MJ de 12 de diciembre de 2014, con respecto al Levantamiento del veto ordenado por el Poder Ejecutivo al Decreto Legislativo No. 9076, Ley "Reforma Procesal Laboral".

Señalan los accionantes que los acuerdos del Poder Ejecutivo carecen de fundamentación, y que el levantamiento del veto vulnera el artículo 128 de la Constitución Política, así como los principios de legalidad y separación de poderes. Indican que el veto fue impuesto en su momento por razones de conveniencia, oportunidad e inconstitucionalidad. No obstante, enfatizan que no se brindaron las razones para el levantamiento de ambos tipos de veto. Afirman que en estos casos la fundamentación es ineludible. Mencionan que la Asamblea debió enviar el veto a la Sala Constitucional, según lo preceptúa el artículo 128 de la Constitución Política, lo cual nunca se hizo, por lo que se violentó el procedimiento señalado constitucionalmente para los casos cuando un proyecto es vetado por razones de constitucionalidad. En consecuencia, se violentó el principio de legalidad. Agregan que con este levantamiento irregular, se presenta la inconstitucionalidad del trámite legislativo posterior. Al violentarse el procedimiento señalado en el artículo 128 del Texto Fundamental, los demás actos legislativos están igualmente viciados de inconstitucionalidad. Reafirman la competencia de la Asamblea Legislativa para el dictado y aprobación de las leyes, y que en el caso de este proyecto, la Asamblea aún tenía la posibilidad de ejercer el resello, por lo que el actuar del Ejecutivo violenta el principio de separación de poderes, y nuevamente el principio de legalidad. Aducen que a la fecha, la Asamblea Legislativa no ha encontrado ni definido el procedimiento interno para la tramitación de los vetos. Indican que el Poder Ejecutivo convocó este proyecto dentro del período de sesiones extraordinarias para que se conozca en fase de discusión y no preparatoria, por lo que sí reconocía las potestades de ambos Poderes, pero luego levanta el veto desconociendo la separación de poderes, ya que conociendo ese proyecto en sesiones extraordinarias, se presentó una moción para ampliar el plazo cuatrienal del expediente, y sin resolverse esa gestión el Poder Ejecutivo levantó el veto. Resolución de las 8:50 del 02 de enero del 2015.


 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/CURSOS/ACCIONES%20CURSADAS.htm]
	· Fallos recientes



	AMBIENTE
	CONTAMINACIÓN AMBIENTAL POR CONSTRUCCIÓN EN LICEO EN TURRIALBA

Expediente:14-017283-0007-CO 
Sentencia:2014019818

Recurso de amparo contra la ALCALDESA DE LA MUNICIPALIDAD DE TURRIALBA y la SECRETARIA GENERAL DE LA SECRETARÍA TÉCNICA NACIONAL AMBIENTAL (SETENA). Los recurrentes acusan lesión a lo dispuesto por el artículo 50 de la Constitución Política, en virtud de la omisión de las autoridades accionadas de paralizar de manera efectiva una serie de obras de construcción llevadas a cabo en el Liceo Experimental  Bilingüe de Turrialba, las cuales fueron denunciadas por un posible daño ambiental, en cuanto al desfogue de aguas pluviales. Este Tribunal constata la alegada violación al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de los tutelados, la que es imputable tanto a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, como a la Municipalidad de Turrialba. Los hechos expuestos en la sentencia denotan una actitud injustificada por parte de los funcionarios recurridos ante sus obligaciones de garantizar la tutela del medio ambiente, pues inclusive la propia Secretaria General Ad-Hoc de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, acepta en su informe que llevan razón los recurrentes al indicar que sin haberse levantado la medida cautelar, el Colegio Experimental Bilingüe de Turrialba, fue abierto y actualmente los estudiantes acuden a recibir lecciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Secretaria General Ad-Hoc de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y a María Elena Montoya Piedra, Alcaldesa de Turrialba, o a quienes ocupen esos cargos, que de inmediato procedan a hacer cumplir lo dispuesto por la resolución número 867-2014, dispuesta en sesión ordinaria número 049-20214, realizada el 13 de mayo de 2014, artículo 32. La Magistrada Hernández López y el Magistrado Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso, según lo disponen en el penúltimo y último considerando, respectivamente.

	AMBIENTE
	CONSTRUCCIÓN DEL CITY MALL Y OBRAS COMPLEMENTARIAS

Expediente:13-012542-0007-CO
Sentencia:020318-2014

Recurso de amparo contra Alcalde Municipalidad Alajuela., Coordinador Proceso Planeamiento y Construcción de Infraestructura de la Municipalidad de Alajuela, Director del Departamento Ingeniería de Tránsito del MOPT, Director Ejecutivo Conavi, Gerente General De Senara. , Jefe de la Oficina Cantonal A y A Alajuela. Alega el recurrente que por medio de la resolución Nº 0218-2013-SETENA de las 13:50 horas del 30 de enero de 2013, la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, aprobó el Plan de Gestión Ambiental así como su anexo, y le otorgó la Viabilidad Ambiental al proyecto denominado "City Mall y Obras Complementarias", propiedad de la empresa DICA Desarrollos Inmobiliarios S.A. Manifiesta que tras un análisis integral del expediente administrativo Nº D1-7810-2912-SETENA, bajo el cual se tramitó la Viabilidad Ambiental indicada, se encontraron una serie de irregularidades que imperativamente conllevan la nulidad absoluta de dicha viabilidad. Recalca que no se ha realizado la charla explicativa para presentar el proyecto a la comunidad y aclarar cualquier duda y exponer el Plan de Manejo de Desechos Sólidos y líquidos, entre otros. Aduce que con lo descrito, se evidencia que el desarrollador no respectó el derecho de publicidad establecido en el artículo 6 de la Ley Orgánica del Ambiente, que es una de las formas de participación ciudadana en la toma de decisiones en materia ambiental. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. Los Magistrados Salazar Alvarado y Araya García dan razones diferentes. Los Magistrados Cruz Castro y Estrada Navas salvan el voto y declaran con lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro pone nota. SENTENCIA EN REDACCIÓN

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	SE ORDENA A LA ASAMBLEA LEGISLATIVA RESOLVER EL PROBLEMA DE HACINAMIENTO EN UN PLAZO DE DIECIOCHO MESES

Expediente:14-004259-0007-CO
Sentencia:019782-2014

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO DE CULTURA Y JUVENTUD. Los recurrentes señalan que por medio de resolución número CPC-0235-2014 del diecisiete de febrero de dos mil catorce, el Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural, dispuso rechazar la solicitud de permiso de intervención de los inmuebles denominados “Asamblea Legislativa”, “Casa Rosada” y “Castillo Azul”, para la construcción del nuevo edificio de la Asamblea Legislativa, argumentando, entre otros aspectos, que el proyecto no respeta la escala y proporción del conjunto histórico existente, con lo que se minimizaba  y desmerecía el valor urbano arquitectónico  de los edificios patrimoniales. Acusan que lo resuelto por la autoridad accionada podría violentar y poner en peligro el derecho a la vida y la salud de los empleados y las demás personas que a diario frecuentan la Asamblea Legislativa –que se estiman en más de mil diarios-, pues los edificios presentan problemas estructurales e inundaciones durante la época lluviosa. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) SOBRE EL DERECHO A LA SALUD EN EL ÁMBITO LABORAL. B) Ante la situación que vive la Asamblea Legislativa, la Sala no puede desatender esa realidad, y se inclina por la tutela del derecho a la salud y la vida, ya que, sin duda alguna, la vida es el fundamento, la condición necesaria y determinante de la existencia de la persona humana. De ello se deriva el principio de la inviolabilidad de la vida humana, de modo que es deber de la sociedad y el Estado su protección.  Es el más elemental y fundamental de los derechos humanos y del cual se despliegan todos los demás, por lo que se declara parcialmente con lugar el recurso por violación a los artículos 21 y 56 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena al Presidente de la Asamblea Legislativa, o a quien ocupare su cargo, que dentro del plazo de DIECIOCHO MESES contado a partir de la comunicación de la presente sentencia, brinde una solución efectiva a los problemas estructurales de inhabitabilidad y hacinamiento que afectan a los empleados y las demás personas que a diario frecuentan los edificios que albergan la Asamblea Legislativa, según las Órdenes Sanitarias N°CMU-AMB-286-2010, N° CMU-AMB-287- 2010, y el oficio N° CMU-AMB-1015-2014 RM, del 25 de setiembre del 2014, emitido por el Área Rectora de Salud Carmen-Merced-Uruca. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 

	CONTRATOS O LICITACIONES
	CONCESIÓN DE LA NUEVA TERMINAL DE CONTENEDORES DE MOÍN
 
Expediente14-016251-0007-CO
Sentencia:2014–020750
 
Recurso de amparo contra Secretario General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA). Acusa el recurrente que es inconstitucional la adjudicación de la Licitación Pública con Invitación Internacional concesión de obra Pública con servicios públicos para el financiamiento, diseño, construcción, operación y mantenimiento de la Nueva Terminal de Contenedores de Moín, para ubicar en la franja frente al sistema de canales principales que unen el actual puerto de Moín y Barra del Colorado,  el cual fue adjudicado al único oferente APM   TERMINALS CENTRAL AMERICA BV. Que dicho proyecto tendrá una afectación ambiental. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Cruz ponen nota. ESTE ASUNTO SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	EDUCACIÓN
	DERECHO A LA EDUCACIÓN COMO DERECHO FUNDAMENTAL DE SERVICIO PÚBLICO

Expediente:14-018107-0007-CO 
Sentencia:2014019894

Recurso de amparo contra la UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. La recurrente acusa que fue separada de la maestría sin una nota que fundamente tal situación, lo que estima lesiona su derecho a la educación. La Sala considera que el derecho a la educación se configura como un derecho fundamental, el cual se traduce en el servicio público que brinda el Estado en los distintos centros educativos del país. Ahora bien, aún cuando se trata de un derecho fundamental, en virtud de la relación de sujeción especial que existe entre el administrado y el Estado, el primero no solamente es titular de un derecho, sino también de deberes y obligaciones. Tanto la doctrina como la jurisprudencia constitucional han reconocido ampliamente estas situaciones, y se ha señalado que aquellos que conforman una comunidad políticamente organizada poseen la condición genérica de administrados simples, por cuyo medio cuentan con una serie de derechos, poderes, obligaciones y deberes generales frente a la Administración Pública. Es un hecho irrefutable que sí se le impidió la matrícula, a pesar de la falta de notificación previa de su separación de la Maestría, acto  respecto del cual pudo haber ejercido su derecho de defensa. Lo anterior, en efecto implica estimar el amparo, pues si bien pudo resultar procedente su separación del Programa según las reglas establecidas, la administración debe comunicar dicho acto por escrito y fundamentarlo adecuadamente, lo que se echa de menos haya sido notificado a la recurrente. No obstante lo anterior y que el amparo resulta procedente, lo cierto es que los efectos de este recurso se circunscriben a ordenar al Director recurrido que le notifique a la amparada lo resuelto por la Comisión. Sin embargo, ello no implica avalar su continuidad en los cursos del segundo semestre, ya que no fueron matriculados por la amparada y tampoco acudió en reclamo ante esta jurisdicción oportunamente, sino hasta prácticamente la finalización de los mismos.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Daniel Morgan Ball, en su condición de Director de la Maestría de Arquitectura Tropical de la Universidad de Costa Rica, o a quien ocupe el cargo, notificar a la recurrente en un plazo no mayor a 3 días hábiles a partir de la notificación de esta sentencia, el acuerdo mediante el cual se dispuso su separación del Programa de la Maestría Profesional en Arquitectura Tropical de la Universidad recurrida. 

	EDUCACIÓN
	EDAD MÍNIMA PARA INGRESO AL SISTEMA EDUCATIVO
 
Expediente:14-016289-0007-CO
Sentencia:2014-020144
 
Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación Pública y la Escuela Conservatorio Castella. Reclama la recurrente violación del derecho a la educación y del principio de igualdad por cuanto el Ministerio de Educación Pública le niega realizar la prueba de aptitud por madurez por no tener la edad mínima requerida, a pesar de haber aprobado las pruebas de aptitud del Conservatorio Castella y encontrarse en la lista de aspirantes para ingresar a primer grado en el ciclo lectivo 2015. la Sala reitera que el Ministerio de Educación Pública es competente para organizar la edad de ingreso a los diversos ciclos de la educación pública de conformidad con los estudios psicopedagógicos y valoraciones técnicas que realice. En el caso de la amparada no se evidencia lesión al derecho a la educación pues  si la tutelada no fue admitida para cursar el primer año del Primer Ciclo de la Educación General Básica, ello no se debe a ninguna razón arbitraria, sino debido a que al 15 de febrero del 2015, no tendrá la edad mínima para ingresar: la niña tendría 5 años y 10 meses cumplidos, y la edad mínima es de 6 años con 3 meses. Por lo anterior, lo procedente es declarar sin lugar el recurso en cuanto a este extremo.
 

	EDUCACIÓN
	DENEGATORIA DE MATRÍCULA POR FALTA DE CAPACIDAD LOCATIVA EN CENTRO EDUCATIVO
 
Expediente:14-018648-0007-CO
Sentencia:2014-020605
 
Recurso de amparo contra el Director del Liceo Edgar Cervantes Villalta de Hatillo. La recurrente alega violación al derecho a la educación en perjuicio de su sobrina, debido a que asegura que fue rechazada su prematrícula en el Liceo Edgar Cervantes Villalta, por no reunir el requisito de exigencia académica, lo que le impide continuar con su proceso educativo. En reiteradas ocasiones esta Sala ha manifestado que el hecho de que se deniegue el ingreso de estudiantes a un determinado centro educativo -por cuanto éste no cuenta con capacidad locativa- de ninguna manera resulta arbitrario ni lesiona el derecho a la educación de los menores no admitidos, pues no puede decirse que ese derecho implique el de estudiar en un centro educativo determinado. En el caso concreto, la Sala tiene por acreditado que el proceso de selección para la matricula de sétimo nivel en ese centro educativo no es por mejor promedio, como lo alega la recurrente, sino de acuerdo a la capacidad locativa. En efecto, el Director recurrido señala que históricamente y por disposiciones del Ministerio de Educación Pública, se acepta en cada institución, la matrícula de acuerdo con el cupo que demanda el Colegio. Se declara sin lugar el recurso.

	EDUCACIÓN
	SEPARACIÓN DEL PROGRAMA DE ESPECIALIDADES MÉDICAS SIN RESPETAR EL DEBIDO PROCESO

Expediente:14-018802-0007-CO
Sentencia:2014-020628

Recurso de amparo contra la Universidad de Costa Rica. El amparado acusa que fue separado del programa de especialidades médicas sin que mediara debido proceso, pues no se le otorgó oportunidad de recurrir la decisión. Reclama que no ha tenido respuesta a su solicitud de período de prueba y que le fue negado el acceso a su expediente académico y administrativo. Haciendo una aplicación mutatis mutandis de la jurisprudencia de esta Sala, se estima violatorio de los derechos de amparado que se le denegara el acceso al expediente administrativo. En consecuencia, se declara con lugar el extremo y se ordena conceder acceso al amparado a su expediente administrativo y restituir los plazos recursivos, a fin de que el amparado haga uso de su derecho de defensa. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por violación al derecho de acceso al expediente administrativo. Se ordena al Director del Programa de Posgrado en Especialidades Médicas de la Universidad de Costa Rica, disponer lo necesario para que se permita al recurrente el acceso a su expediente administrativo y se tengan por restituidos los plazos recursivos, de manera que el amparado tenga oportunidad de impugnar la decisión de separación del programa de posgrado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 

	GENERO
	INTEGRACIÓN DE JUNTA DIRECTIVA DE JASEC RESPETA LA PARIDAD DE GÉNERO

Expediente:14-013332-0007-CO
Sentencia:20482-2014

Recurso de amparo contra el Ministerio de la Presidencia. Acusa el recurrente que no comparte el acuerdo 011-MP del Poder Ejecutivo en donde designa dos varones y solamente una mujer como representantes del Gobierno ante la Junta Directiva de JASEC, en razón de que dicho nombramiento  violenta el artículo 13 inciso g) del Código Municipal, siendo la equidad de género. En esta sentencia la Sala analiza sobre el tema de la tutela de la igualdad de oportunidades para las mujeres de acceder los cargos públicos y sobre el principio de igualdad y la postulación y nombramiento de un número representativo de mujeres en las juntas directivas. Este Tribunal concluye que el nombramiento realizado por el Poder Ejecutivo para integración de la Junta Directiva de JASEC, no resulta contraria a la paridad de género. Tal y como, lo indica la autoridad recurrida, en el presente caso, al ser impar el número de representantes que elige el Poder Ejecutivo, -3-, y al haberse escogido dos hombres y una mujer para la integración de esa Junta Directiva, se respetó a cabalidad, al menos por parte del Poder Ejecutivo, el principio de paridad en la elección correspondiente. Ahora, es importante aclarar que en esta oportunidad no se observa la violación acusada y por ello el recurso debe ser desestimado, sin embargo, se indica que dentro de la tutela del principio democrático y al principio de igualdad establecido en el artículo 33 de la Constitución Política, al momento de realizarse los nombramiento de este tipo, las autoridades recurridas han de tomar en cuenta la integración total del órgano existente para ese momento, para así no crear un desequilibrio y mantener, un número lo más equitativo posible de hombre y mujeres. Adicionalmente se indica que si bien, el Poder Ejecutivo, tiene competencia para determinar a quien nombra, ese nombramiento debe efectuarse de conformidad al principio democrático y al principio de igualdad establecido en el artículo 33 de la Constitución Política. Se declara sin lugar el recurso.

	GENERO
	INTEGRACIÓN DE JUNTA DIRECTIVA DE LA JUNTA DE DESARROLLO REGIONAL DE LA ZONA SUR NO RESPETA LA PARIDAD DE GÉNERO

Expediente:14-014808-0007-CO
Sentencia:2014-020491

Recurso de amparo contra la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur. Los recurrentes demandaron la tutela de los principios de paridad y alternancia de género,  pues,  en  su  criterio,  la actual conformación de  la  Junta  Directiva  de  la  Junta de Desarrollo Regional de la Zona  Sur,  es desproporcionada, y  por  ende  discriminatoria. Esta Sala tiene por demostrado que la actual Junta Directiva de la  Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur, se encuentra conformada por 7 hombres y 2 mujeres. Para el Ministro de la Presidencia y el Presidente de esa Junta Directiva, esa actuación es consecuencia del intrincado esquema participativo que dispuso el legislador para la designación de esos directores. Pese a lo  alegado en este particular, no brindan las autoridades recurridas una explicación razonable de las razones por las que, se incluyeron  solo dos mujeres  en  ese órgano colegiado.  Aunado a lo anterior, si bien es cierto, el Poder Ejecutivo, solo tiene competencia para designar a su representante, el Decreto Ejecutivo No. 30251-P-H, Reglamento de Organización y Servicios de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur de la Provincia de Puntarenas de 5 de abril de 2001, le otorgó potestades para acreditar a esos directores como funcionarios públicos, para lo cual se debió tomar en cuenta la integración total del órgano para evitar el desequilibrio reclamado, en aras de garantizar la participación igualitaria de la mujer, y los principios de paridad y alternancia de género derivados del artículo 33 constitucional. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo la infracción reclamada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula el nombramiento y ratificación de los integrantes de la actual Junta Directiva de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur.

	INFORMACIÓN
	DENEGATORIA DE INFORMACIÓN POR NO CONTAR CON PODER LEGAL PARA RETIRARLA

Expediente:14-017212-0007-CO 
Sentencia:2014020005

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. El amparado arguye que en el momento de formulado este amparo, la autoridad accionada no le había brindado la copia del oficio solicitado y que para la entrega de dicha información, se le exige la presentación de un poder legal en caso de que autorice a un tercero. Al respecto, este Tribunal tiene por acreditado que el 8 de octubre del año en curso, el recurrente solicitó copia de un oficio de su interés. Ante tal requerimiento, el 21 de octubre de 2014, la Dirección accionada puso a disposición del gestionante la documentación solicitada. De este modo, el recurrente autorizó al señor Nombre 001 para que retirara la información referida; empero, esta Sala observa que se denegó la entrega del oficio al representante del amparado, con el argumento de que debía aportar un poder legal para legitimar el acto de representación y autorización. En ese sentido, se estimar que la actuación de la Dirección recurrida es contraria a los derechos constitucionales del amparado, ya que impone un requisito innecesario para la obtención de la información alegada. Particularmente, se le está exigiendo al recurrente aportar un poder legal para que su autorizado retire la copia solicitada; sin embargo, dicho requerimiento es contrario al principio de informalismo que debe primar cuando se solicite a la Administración información pública. Es improcedente que las accionadas impongan requisitos que no están regulados legalmente. Pese a lo anterior, conviene aclarar que si bien es cierto, entre los principios generales del derecho administrativo, está el de informalismo, que implica la interpretación más favorable a la admisión de los escritos presentados por los administrados, también es cierto, que la Ley General de la Administración Pública, en su artículo 286, dispone con respecto al tema de las autenticaciones lo siguiente: “1. La petición será válida sin autenticaciones aunque no la presente la parte, salvo facultad de la Administración de exigir la verificación de la autenticidad por los medios que estime pertinentes. 2. Se tendrán por auténticas las presentaciones hechas personalmente”. En este caso, conforme la normativa citada, se denota que quien pretendía retirar la información no es la persona que la solicitó, se le puede requerir al petente que la firma de la autorización esté autenticada por un abogado -por ejemplo-, pero no la exigencia de un requisito arbitrario, contrario al principio de informalismo, como lo sería que se la imposición de la presentación de un poder especial para entregar la información pública. En mérito de lo expuesto, se constata el quebranto al artículo 30 constitucional y por ello, procede acoger este recurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a María Auxiliadora Obando Obando y a Belbeth Chacón Ramírez, por su orden Directora Regional y Asesora Legal de la Dirección Regional de Educación de Liberia o a quienes ejerza esos cargos, que dentro del plazo de 5 días contado a partir de la notificación de esta resolución, brinden al amparado el acceso al oficio objeto de este recurso. 

	INFORMACIÓN
	NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS

Expediente:14-017354-0007-CO
Sentencia:2014-020513
 
Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación Pública. El recurrente considera lesionado lo dispuesto en el artículo 30 constitucional, dado que, aduce, solicitó a la autoridad recurrida copia de las evaluaciones del desempeño del personal del año 2012. Sin embargo, se le denegó dicha información. En el caso concreto se tiene por acreditado que el 28 de octubre de 2014, el recurrente envió vía fax a la Dirección Regional recurrida, el documento en el que solicitó a esa autoridad, fotocopiar las evaluaciones del desempeño del personal que labora en esa dependencia, del año 2012, señalando a su vez que se le indicara el costo de las copias. Mediante oficio se dio respuesta a su solicitud, señalando que se rechazaba la gestión, por tratarse de documentos de índole confidencial. En documento aportado ante la Sala el 17 de noviembre de 2014, el recurrente aclara que en ningún momento ha solicitado copia del expediente del procedimiento administrativo llevado a cabo para realizar las evaluaciones individuales, sino que solicitó copias de las evaluaciones del desempeño del personal a cargo de la recurrida, es decir la evaluación final que emite el órgano decisor, que considera es de carácter público, pues no reviste naturaleza privada por tratarse de una evaluación de un funcionario público en el ejercicio de sus labores. Para esta Sala, la respuesta brindada por la autoridad recurrida, lesiona el derecho de acceso a la información administrativa, dispuesto en el numeral 30 constitucional, porque los datos requeridos por el recurrente constituyen información pública, en el tanto se trate del resultado final de la evaluación de desempeño de funcionarios públicos en el ejercicio de labores propias de su cargo, y se excluya cualquier dato sensible, toda vez que éstos a su vez se encuentran protegidos por el artículo 24, de la Constitución Política. Al haber incurrido la autoridad recurrida en la omisión descrita, se lesiona de este modo el contenido del derecho consagrado en el numeral 30 constitucional. En consecuencia, el amparo resulta procedente, como en efecto se dispone. Se declara CON LUGAR el recurso por violación al artículo 30 constitucional. En consecuencia, se ordena la Directora de la Dirección Regional de Educación de Liberia, que en el plazo de DIEZ días contado a partir de la comunicación de esta sentencia, brinde al recurrente la información requerida mediante documento, que es el resultado final de la evaluación de desempeño del personal que labora en esa dependencia, del año 2012. De ser necesario, deberá excluirse cualquier dato sensible de dichos funcionarios, por encontrarse protegidos a su vez por el artículo 24, de la Constitución Política. En lo que atañe a la gestión de sanción presentada el 9 de diciembre de 2014, no ha lugar.
 

	LIBERTAD DE TRANSITO
	LIMITACIONES DE INGRESO A CENTRO EDUCATIVO PARA HACER DILIGENCIAS A USUARIOS ES RAZONABLE
 
Expediente:14-015129-0007-CO
Sentencia:2014-020133
 
Recurso de amparo contra Oficial Mayor del Ministerio de Educación Pública, Gerente General de la Empresa CSE Seguridad, Ministra de Educación Pública. El recurrente acude ante esta Sala en reparo de sus derechos constitucionales, pues acusa que se le impide el ingreso a las instalaciones del Ministerio de Educación Pública en la antigua Escuela Porfirio Brenes. En el presente asunto, el recurrente reclama su derecho de libre ingreso a las dependencias administrativas; y las autoridades recurridas, por su parte, informan bajo fe de juramento que mediante oficio OM-684-2014, de 16 de setiembre de 2014, suscrito por el Oficial Mayor, se indica que no es viable permitir la actividad que desarrollaba el petente; es decir, realizar mandados a los funcionarios que visitan ese Edificio, cobrando por ello el costo de las copias y lo que voluntariamente las personas le pagaran. Según lo expuesto, la medida se busca para impedir que se ofrezcan servicios, realicen negocios o intercambie dineros dentro de las instalaciones públicas, pues el recurrente funcionaba como “tramitador” realizando fotocopias y diligencias para los usuarios, todos ellos funcionarios del Ministerio de Educación Pública. Dentro de ese marco de ideas, se arriba a la conclusión que la medida adoptada es razonable y compatible con las competencias que el ordenamiento jurídico le provee a las autoridades recurridas, a fin de disponer lo que corresponda respecto al orden y la seguridad, así como la imagen institucional y el funcionamiento de las dependencias públicas, respetando los derechos constitucionales de los administrados de acceder a las instancias administrativas. Se declara sin lugar el recurso

	MIGRACIÓN
	CERTIFICACIÓN DE MOVIMIENTOS MIGRATORIOS NO LESIONA EL DERECHO A LA INTIMIDAD
 
Expediente:14-018083-0007-CO
Sentencia:2014-020217
 
Recurso de amparo contra la Dirección General de Migración y Extranjería. La parte recurrente alega que la certificación de los movimientos migratorios de entrada y salida de una persona que emite la Dirección recurrida, lesionan su derecho a la privacidad regulado en el artículo 24, de la Constitución Política, y considera que tal información debe ser de índole confidencial. En el caso bajo estudio, como bien lo apunta la autoridad recurrida, a tenor de lo dispuesto en el artículo 191, de la Ley General de Migración y Extranjería, No. 8764, la información sobre los movimientos migratorios o impedimentos de ingreso o egreso de las personas, es de acceso público. Sin embargo, la constancia que emite la Dirección de Migración y Extranjería en dicho sentido, no incluye datos de carácter sensible, tales como: el lugar de destino, procedencia, el número de vuelo, ocupación  y otros, que sí son de acceso restringido, y en caso de hacerlos públicos, definitivamente lesionarían el derecho a la intimidad o a la autodeterminación informativa. Así las cosas, la Dirección recurrida no ha vulnerado el derecho de intimidad, regulado en el artículo 24, de la Constitución Política, al brindar la información sobre las entradas, y salidas al país o bien, los impedimentos de ingreso o egreso, del amparado o de alguna persona en particular, pues dichos datos no pueden estimarse como confidenciales, por cuanto, no afectan la intimidad o esfera privada del individuo, al no involucrar o contener información íntima y/o sensible. Se declara sin lugar el recurso

	MIGRACIÓN
	REQUISITOS PARA EL PERMISO DE SALIDA DEL PAÍS DE MENOR DE EDAD

Expediente:14-019317-0007-CO
Sentencia:2014-020853

Recurso de hábeas corpus contra la Dirección General de Migración y Extranjería. La amparada reclama que la Dirección recurrida ha rechazado injustificadamente la solicitud de permiso permanente de salida del amparado, toda vez que lo tramitó utilizando un poder especial, de conformidad con el acuerdo que suscribió con el padre del menor, homologado por una autoridad jurisdiccional. Explica la Sala que el permiso permanente de salida de un menor de edad debe ser gestionado por ambos padres, salvo situaciones particulares. Podrá ser gestionado por un padre, cuando una resolución judicial así lo disponga. Dicha resolución es el resultado de una tramitación de permiso de salida del país ante el juez. La importancia del permiso permanente, derivada de su vigencia indefinida, conlleva que su aprobación pueda estar sujeta a requisitos diferentes que el permiso temporal. Así las cosas, la negativa de la autoridad recurrida se encuentra apegada a Derecho, toda vez que la pretensión de la recurrente era tramitar el permiso permanente utilizando un poder especial, cuando la normativa prevé dicha posibilidad únicamente para permisos temporales. Inclusive, la autoridad recurrida informó que la recurrente sí podría tramitar un permiso temporal utilizando un poder especial y que así se lo había hecho ver. Por otro lado, la homologación de un acuerdo tiene la finalidad de buscar su conformidad con el Derecho, no de suprimir o modificar los requisitos normativos a través de un acuerdo entre partes. En virtud de lo expuesto, se declara sin lugar el recurso.

	MINORÍAS
	OBLIGACIÓN DE ADAPTAR TAXIS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD (TAXÍMETROS AUDIBLES)
 
Expediente:14-016482-0007-CO
Sentencia:2014-020146
 
Recurso de amparo contra el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. El amparado acusa que los taxis regulares carecen de taxímetros audibles. Exige que ellos den a los usuarios una factura con monto total del servicio, el kilometraje recorrido, la hora del servicio. Además, señala que se incumple el artículo 165 inciso d), del Reglamento de la Ley Nº 7600. En relación con este agravio, primeramente debe indicarse que este tema no es nuevo para la Sala. De esta manera, ha señalado que todos los medios de transporte colectivo deben ser adaptados para dar accesibilidad a todas las personas discapacitadas. En cuanto a los taxis, por lo menos el 10% de los vehículos deben ser adaptados; explicado de forma más clara: en esos casos, la estructura física del vehículo debe ser adaptada para dar condiciones de accesibilidad universal. En el caso particular de los no videntes, el vehículo (su estructura física) no requiere ser adaptada. De ahí que los artículos 45 y 45 bis exijan que la totalidad de ellos sean accesibles para los no videntes. En múltiples ocasiones la Sala, como garante de los derechos fundamentales de los individuos, se ha pronunciado  sobre casos  donde se encuentran involucradas personas con algún tipo de discapacidad, recalcando la tutela especial que merecen a raíz del contenido de los artículos 33 y 51 la Carta Magna. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público y Director Ejecutivo del Consejo de Seguridad Vial, coordinar entre ellos y emitir las directrices necesarias para que, en adelante, las concesiones o permisos de transporte colectivo a larga distancia cumplan lo previsto en el inciso d) del artículo 165 del Reglamento de la Ley Nº 7600, cuando sea aplicable. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota. 

	MINORÍAS
	CONDICIONES DE LOCAL COMERCIAL CONTRARIAS A DISPOSICIONES DE LEY 7600
 
Expediente:14-017325-0007-CO
Sentencia:2014-020511
 
Recurso de amparo contra el Ministerio de Salud. El recurrente indica que es una persona adulta mayor con discapacidad, y que recientemente visitó las instalaciones del local comercial ubicado en San José; sin embargo, no pudo ingresar al negocio que se sitúa en un segundo piso, ya que no existen rampas de acceso ni rotulación visible, con lo cual se incumple la Ley Nº 7600. Al respecto, la Sala tiene por demostrado que con ocasión de la notificación del amparo, el Área Rectora de Salud Sureste Metropolitana ingresó a la base de datos el caso aludido por el recurrente bajo la sumaria interna número 563-14 y se programó realizar inspección para el 21 de noviembre de 2014. El 21 de noviembre de 2014, funcionarios de la Unidad de Regulación del Área Rectora de Salud Sureste Metropolitana realizaron inspección al establecimiento comercial. Con ocasión de dicha visita, los recurridos emitieron orden sanitaria, notificada el 27 de noviembre de 2014 a la representante legal del negocio, mediante la cual se le concedió un plazo de 90 días para que presentara un plan de acciones correctivas y oportunidades de mejora que incluya un cronograma de trabajo tendente a corregir los problemas encontrados. Así las cosas, en vista de que el Ministerio de Salud verificó tales problemas con ocasión de la interposición del amparo, lo propio es acoger el asunto en los términos dispuestos por el ordinal 52 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Ciertamente la Ministra informa que a la fecha no se registra denuncia interpuesta por el recurrente en relación con dicho asunto. No obstante, es claro también que el Ministerio de Salud, en su función de garante de las condiciones mínimas de salubridad e infraestructura que deben poseer los negocios comerciales, debió haber constatado tales irregularidades al momento de haberse aprobado el permiso sanitario de funcionamiento correspondiente. Antes de dicha aprobación, era su deber realizar una revisión exhaustiva de todas las condiciones que presentaba el local a efectos de determinar si se ajustaba o no a las exigencias del ordenamiento jurídico. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento para la estimatoria del recurso, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Los Magistrados Jinesta Lobo y Salazar Alvarado ponen nota.-

	MINORÍAS
	PROHIBICIÓN DE HABLAR DE SU FE CATÓLICA EN CURSO DE ÉTICA
 
Expediente:14-018563-0007-CO
Sentencia:2014-020753
 
Recurso de amparo contra el Presidente del Tribunal de Ética del Colegio de Terapeutas de Costa Rica. Explica que el Tribunal de Ética del CTCR le ordenó, mediante comunicado escrito con carácter obligatorio, la prohibición de hablar en el curso de ética de su fe católica y, por ende, la prohibición de poner como ejemplos de valores a seguir a Santos como Juan Pablo Segundo y Santo Tomás de Aquino, lo cual estima que violenta su fe católica, libertad de expresión y libertad de cátedra, así como su derecho a la identidad personal y profesional. Se declara sin lugar el recurso. ESTE ASUNTO SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	MINORÍAS
	ORDEN DE DESALOJO A HOGAR DE ANCIANOS EN QUEPOS
 
Expediente:14-16812-0007-CO
Sentencia:2014-020920
 
Recurso de amparo contra Director del Área de Salud de Aguirre, Ministra de Salud, Presidente de la República, Presidente del Consejo Rector del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor, Presidente Ejecutivo del Instituto Mixto de Ayuda Social. Señala el recurrente que sus representada tiene un establecimiento para la atención y cuido de personas adultas mayores, en condición de pobreza, pobreza extrema, abandono y riesgo social, ubicada en Paquita de Quepos. Que debido a los problemas de inundación que sufre el terreno en donde se ubica el recurrido pretende desalojarlo, sin esperar que estén listas las nuevas instalaciones en donde se espera trasladar dicho albergue, poniendo en riesgo social a las personas adultas mayores que se benefician del local. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Junta Rectora del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM), coordinar con las autoridades respectivas y ejecutar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que los adultos mayores residentes en el Hogar de Ancianos de la Asociación Pro Bienestar del Adulto Mayor San Francisco de Asís de Quepos, sean reubicados, de previo al cierre, en otros Albergues, dentro de los TRES MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia, en tanto se construye el nuevo edificio. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el recurso.

	MUNICIPALIDAD
	MALAS CONDICIONES DE ACERAS EN MONTES DE OCA

Expediente:14-016922-0007-CO 
Sentencia:2014019804

Recurso de amparo contra ALCALDE DE LA MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA. Los accionantes alegan la omisión de los recurridos de darle mantenimiento a las aceras y el camino de ingreso a sus viviendas, afectando a los adultos mayores y personas discapacitadas. La autoridad recurrida reconoce este hecho y dice que procederá a la notificación de cada propietario cuya acera se encuentre en mal estado para que la repare, además; la calle de cita se encuentra en lista de espera para reparación total para junio del año 2015. Al enjuiciar esta queja, no puede menos que advertirse que los recurridos no aportan ninguna documentación que sustente su dicho. Si bien los informes se consideran dados bajo juramento, según el numeral 44 de la Ley que rige esta jurisdicción, la naturaleza de los hechos requiere algún indicio que haga creíble la argumentación. No siendo así en el subjudice, lo procedente es estimar el recurso con las consecuencias de ley, en vista de que las Municipalidades deben atender los intereses y servicios locales en forma célebre y eficiente, sobre todo cuando se pone de relieve la infracción de los derechos de poblaciones vulnerables, como lo alega la recurrente. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a Fernando Trejos Ballestero, Alcalde Municipal de Montes de Oca, o a quien ocupe su puesto, disponer lo necesario, dentro del marco de sus competencias, para que se programen las obras de reparación de la vía pública que señala la actora, así como las aceras de esa vía. Las cuales deberán concluir en el plazo de de CUATRO MESES. De las acciones ejecutadas deberá informar a la Sala en el mes siguiente a la notificación de esta sentencia. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara sin lugar el recurso.  El Magistrado Salazar Alvarado pone nota. 

	PENAL
	ABUSO POLICIAL POR PARTE DE LA POLICÍA MUNICIPAL

Expediente:14-017837-0007-CO 
Sentencia:2014019854

Recurso de amparo contra el Jefe de la Policía Municipal de San José. Alega la recurrente que fue privada de su libertad por oficiales de la policía municipal, quienes la agredieron físicamente, la trasladaron a una oficina policial y la encerraron en una celda, sin que existiera ningún motivo válido para que la trataran así, estimando lesionados sus derechos, por lo que pide que se declare con lugar este recurso, con sus consecuencias. Considera la Sala que los oficiales de la Policía Municipal, actuaron de conformidad con el ejercicio de sus competencias legales pues ante la negativa de la recurrente de identificarse, la carencia de documentos personales y la presunción de que se tratara de una menor de edad, semi desnuda y laborando en esa pensión, se tomó la decisión de trasladarla para poder identificarla y proceder conforme corresponde en esos casos. De esta manera, la Sala no puede considerar ilegítima la detención que se hizo de la recurrente, sino que más bien, dada su actitud y la sospecha que existía, se considera que fue necesaria, así como también realizada en el ejercicio del Poder de Policía con que cuentan las autoridades policiales para garantizar la seguridad y el orden público. Sobre el particular, la Sala ha reconocido la facultad de la Policía Municipal para realizar detenciones como la que se ha dado en este caso concreto en relación con la recurrente, para investigación y realizar la identificación de una persona que está indocumentada, lo cual no se considera que se trate de una actuación policial arbitraria o excesiva. En vista de que la recurrente alega en el amparo que fue objeto de ataques a su integridad física, la Sala ordenó su valoración en la Medicatura Forense, a fin de determinar si hubo quebrantamiento de su integridad con los hechos que sirven de base a este amparo, específicamente en lo que se refiere a las actuaciones policiales. Definitivamente en el caso concreto, la recurrente se encontraba en esa situación: privada de libertad, sin mayor acceso a probanzas para demostrar su dicho y en una evidente condición de vulnerabilidad.  Precisamente por esa razón y por el contradictorio que se ha puesto en evidencia, se solicitó el informe de la Medicatura Forense, y aún cuando puede ser cierto que la recurrente se puso violenta e inclusive agredió a una oficial por lo que los policías ejercieron su derecho a utilizar la fuerza, también es lo cierto que la Policía Municipal debe hacer uso racional de ese mecanismo, y no aportan prueba contundente para demostrar su descargo, simplemente es su dicho contra el de la recurrente. No obstante lo anterior, se cuenta con el dictamen médico forense indicado, el cual confirma que las lesiones que presentó la recurrente al día siguiente de los hechos cuando fue valorada, coinciden con su historia narrada a la Medicatura Forense, toda vez que el dictamen es claro al concluir que, al momento de la valoración médico legal, la evaluada presentó lesiones que se consideran compatibles de haber sido producidas según la fecha y el mecanismo de trauma narrado en la historia médico legal que ella refirió. En consecuencia, la Sala tiene por acreditado que, aún cuando el fin de la actuación policial es válido, los medios que se utilizaron para su cumplimiento, no son justificables pues propiciaron la vulneración del derecho fundamental de la accionante a la integridad corporal, toda vez que fue objeto de golpes que fueron ratificados por la pericia médica. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por violación del derecho fundamental de la recurrente a la integridad corporal, por lo que se restituye en el pleno goce de sus derechos conculcados. Se ordena a Marcelo Solano Ortíz en su calidad de Director de la Dirección Seguridad Ciudadana y Policía Municipal de San José, o a quien en su lugar ocupare ese cargo, que inicie de inmediato la correspondiente investigación interna y determine las responsabilidades en que hayan incurrido los oficiales de la Policía Municipal en los hechos que han dado lugar a esta estimatoria. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso.-

	PENITENCIARIO
	PROBLEMAS DE HACINAMIENTO EN LA UNIDAD DE PENSIONES ALIMENTARIAS DE LA REFORMA
Expediente:14-015829-0007-CO 
Sentencia:020324-2014

Recurso de hábeas corpus contra  el  DIRECTOR  DE  LA  UNIDAD  DE  PENSIONES ALIMENTARIAS  DEL  CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONALIDAD LA  REFORMA. Los recurrentes demandaron la tutela de sus derecho a la integridad y dignidad humana, pues, en su criterio, lo dispuesto por la Dirección del Centro de Atención Institucional La Reforma respecto del traslado de los privados de libertad del Ámbito G de ese centro penitenciario a la Unidad de Pensiones Alimentarias a fin que reciban atención médica, las malas condiciones de las mallas y la inadecuada iluminación en los dormitorios pone en peligro su integridad. Asimismo, reprochan que en esa Unidad existe una plaga de cucarachas, que se varió el destino de los espacios de visita conyugal, que existe hacinamiento,  que faltan camas, sanitarios y teléfonos e Inadecuadas condiciones para la visita, así como que el tiempo de la visita es insuficiente. Adicionalmente, apuntan que no se les brinda la atención técnica adecuada, que la Unidad solo tiene un vehículo asignado, que no se les brinda una adecuada alimentación por cantidad de apremiados, que se les traslada conjuntamente con sentenciados, que no tienen oportunidades para aprender y que el plazo que permanecen recluidos en las celdas de las delegaciones policiales es excesivo. Se declara parcialmente lugar el recurso, únicamente, en lo que  atañe a la falta de camas y sanitarios, y las plagas. Se le ordena a la Ministra de Salud y Directora de la Unidad de Pensiones Alimentarias del Centro de Atención Institucional La Reforma, disponer lo necesario a efecto que: 1) se les provea de inmediato una cama a las personas que se encuentran apremiadas que duermen en el suelo; 2) Que en un plazo razonable, la Unidad de Pensiones Alimentarias cuente con servicios sanitarios suficientes para la población apremiada; 3) que en un plazo razonable, se fumigue esa Unidad de Pensiones y se erradiquen, definitivamente, las plagas de moscas y cucarachas.. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. 

	PENITENCIARIO
	PRIVADO DE LIBERTAD SOLICITA PERMISO PARA TRASLADARLO A BANCO A ACTUALIZAR DATOS
 
Expediente:14-018362-0007-CO
Sentencia:2014-020558
 
Recurso de amparo contra el Centro de Atención Institucional La Reforma, el Banco Nacional y el Tribunal Penal del Primer Circuito de San José. En el caso bajo estudio, la Sala tiene por demostrado que el recurrente se encuentra privado de libertad en el CAI La Reforma y que solicitó al Juzgado recurrido, autorización para ser trasladado al Banco Nacional, con el fin de actualizar los datos de sus cuentas bancarias, para que no sean bloqueadas, lo cual fue rechazado por dicho Despacho Judicial. Al respecto, las resoluciones que rechazaron la gestión se encuentran debidamente fundamentadas, en el sentido que el amparado se encuentra temporalmente privado de libertad por una orden judicial y  el Juez en la resolución que rechazó la gestión, indicó que solo en casos muy excepcionales, es que se puede autorizar el traslado, como lo es la muerte de un familiar cercano o situaciones de salud. Así las cosas, de conformidad al artículo 30, inciso b), de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, es improcedente que esta Sala se pronuncie sobre los extremos alegados en el recurso, toda vez que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo citado, esos actos no están sometidos al control de constitucionalidad por vía de amparo, dado que no está de por medio la libertad de tránsito del recurrente, pues la misma ya había sido restringida mediante la resolución judicial que dispuso la medida cautelar de prisión preventiva.  A su vez,  el representante del Banco Nacional informó que, el accionado tiene varias cuentas bancarias a su nombre, pero las mismas no ha sido bloqueadas, por la falta del trámite de actualización de datos, sino que se encuentran suspendidas debido a la falta de movimientos, dado que las últimas fechas registradas son de marzo y febrero de 2014. Así las cosas, la resolución tomada del Juzgado recurrido no le impide al amparado actualizar sus datos en las cuentas bancarias del Banco Nacional de Costa Rica, dado que según lo informado bajo juramento, no es necesaria la presencia física del recurrente para ello, por lo que puede acudir para ello, mediante otros medios  tales como la designación de un apoderado, correo electrónico y vía telefónica.   En consecuencia, lo procedente es declarar sin lugar el recuso.

	PODER EJECUTIVO
	SE ORDENA CONSTRUCCIÓN DE PUENTE PEATONAL EN AUTOPISTA NACIONAL
 
Expediente:14-013825-0007-CO
Sentencia:2014-020126
 
 Recurso de amparo contra el Ministerio de Obras Públicas y Transporte. La recurrente, quien indicó ser persona no vidente, vecina de El Coyol, Alajuela, alegó que para llegar a su lugar de trabajo debe atravesar todos los días la ruta nacional No. 1, a la altura de El Coyol. Por tratarse de una autopista, hay mucho tránsito, lo que hace la maniobra muy peligrosa. En abril de 2014, presentó una gestión ante la Dirección General de Ingeniería de Tránsito, para que se coloque un puente peatonal. Le contestaron que, desde el año 2012, se había determinado la necesidad de colocar el puente. Sin embargo, según alegó la recurrente, aún no lo han hecho. Hace diez años, este Tribunal se pronunció sobre la obligación del Estado de ejecutar las medidas viales necesarias a fin de garantizar la seguridad a los peatones que deben atravesar la ruta. Actualmente, la misma Administración ya determinó (lo que aún no había sucedido cuando se dictó la sentencia anterior) que la solución al problema es la construcción de un puente peatonal (según se tuvo por acreditado). Sin embargo, diez años después de dictada la sentencia, pese a que se abrió una licitación abreviada, no se ha solucionado el problema. Bajo estas circunstancias, se impone, por las mismas razones expuestas, estimar el recurso. No le corresponde a esta Sala examinar con detalle todas actuaciones de la Administración, sino tan solo su eficacia. No es tarea de un Tribunal Constitucional revisar las razones por las que se debía rediseñar el puente. Se trata de cuestiones técnicas que pueden ser objetadas en la vía ordinaria. En este caso es muy claro que la Administración ha tardado un plazo excesivo en solucionar un problema que le consta y no ha sido, en modo alguno eficaz. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente del Consejo de Administración y Director Ejecutivo, ambos del Consejo Nacional de Vialidad, que realicen las gestiones necesarias para que, en el plazo de tres años, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se construya el puente peatonal objeto de este amparo. El Magistrado Salazar Alvarado ponen nota. La Magistrada Hernández López pone nota.

	PODER EJECUTIVO
	SUSPENSIÓN TEMPORAL DE OBRAS EN EL CAMINO A VOLCÁN TURRIALBA

Expediente:14-017674-0007-CO
Sentencia:2014-020521

Recurso de amparo contra el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, el Consejo de Seguridad Vial (COSEVI) y el Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI). Reclama el recurrente que la reparación del  camino de San Rafael de Irazú, Alvarado, Cartago al Volcán Turrialba realizada este año 2014, quedó inconclusa, pues se dejó el trecho en tierra, y con las lluvias normales de la zona el camino quedó intransitable, las trochas quedaron no aptas para el tránsito automotor, pese a que  la ruta es una vía alterna de evacuación. Además, en caso de una emergencia relacionada con el volcán Turrialba, tendría que vender sus productos a precios por debajo del costo, en tanto no puede llegar a su finca y sacar sus productos. Constata la Sala que contrario a lo que afirma el recurrente la decisión de la suspensión temporal de las obras no constituye una medida ilegítima o  antojadiza sino que, por el contrario, respondió a una decisión de la Administración para ampliar el presupuesto lo que era necesario para atender las  condiciones actuales de la ruta  en cuestión, que habían desmejorado desde  que se realizaron los trámite de la citada licitación. De este modo, el retraso en la consecución de la obra se debió a los cambios de las condiciones contractuales indicados, lo que obligó a activar los mecanismos de ampliación presupuestaria, tiempo durante el cual no se abandonó el proyecto de construcción del camino, ni fue desatendida la situación por parte de la autoridad recurrida, como pretender hacer ver el recurrente, sino que las obras debieron suspenderse temporalmente para hacer las gestiones de autorización de la ampliación del contrato, desde el mes de agosto de 2014, hasta la mitad del mes de noviembre del mismo año. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Hernández López dan razones separadas.

	PODER JUDICIAL
	EMBARGO DE CUENTAS DEL FONDO DE PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

Expediente:13-003898-0007-CO
Sentencia:020474-2014

Recurso de amparo contra la Jefa del Departamento de Cobro Judicial del Ministerio De Hacienda. Alega el recurrente que por RESOLUCIÓN MASIVA DE EMBARGO ADMINISTRATIVO DAE-RCJ-EA-16-2013 de las once horas veintitrés minutos del dos de abril del dos mil trece, el Departamento de Cobros Judiciales de la Dirección General de Hacienda, se decretó embargo administrativo sobre las cuentas bancarias y demás valores incluyendo fondos de inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Que dicho Fondo es de naturaleza constitucional y le pertenece a todos los servidores, servidoras y pensionadas, y fue creado para proteger a quienes laboran o han laborado para el Poder Judicial, contra los riesgos de invalidez, vejez y muerte. Que por imperativo legal dispuesto en el artículo 81.2, la administración de los recursos del Fondo le corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial, a través de las instancias administrativas correspondientes. Señala el recurrente que con la actuación dispuesta por la autoridad recurrida se ha causado un daño al patrimonio de quienes contribuyen y han contribuido al mantenimiento y fortalecimiento del régimen mencionado y con ello se ha lesionado lo dispuesto en los artículos 39, 45, 57, 73, 74 constitucionales. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	REGISTRO CIVIL
	INSCRIPCIÓN DE MENORES DE EDAD ANTE TSE COMO COSTARRICENSES
 
Expediente:14-018272-0007-CO 
Sentencia:2014–020756
 
Recurso de amparo contra Presidente del Tribunal Supremo de Elecciones. Señala el recurrente que es padre biológico de los menores de edad amparados, quienes nacieron en Estados Unidos de América. Explica que se apersonó al Registro Civil del Tribunal Supremo de Elecciones para solicitar la inscripción de sus hijos como costarricenses. Acusa que el Registro Civil del TSE, vía correo electrónico, le comunicó mediante resolución que ya había consumado el hecho de inscribir a sus hijos como costarricenses, pero con una identidad diferente a la identidad que obtuvieron en su país de origen, que es la que figura en sus certificados de nacimiento, que es su identidad original e inviolable. Considera que con ese actuar también se lesionó su derecho al debido proceso, toda vez que no le permitieron ejercer oposición. Considera que el criterio de la autoridad recurrida es absolutamente erróneo y totalmente improcedente de aplicar en el casos de sus hijos. Se declara sin lugar el recurso. ESTE ASUNTO SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	SEGURIDAD SOCIAL
	NIEGAN CARNÉ DE SEGURO FAMILIAR

Expediente:14-018205-0007-CO
Sentencia:020472-2014

Recurso de amparo contra Gerente Médica De La Caja Costarricense De Seguro Social. Alega el recurrente que contrajo matrimonio con la amparada desde el año 1983, con quien además, ha procreado cuatro hijos. Indica que la amparada (su esposa) de nacionalidad Estadounidense, posee el carné de asegurada familiar. Explica que en el mes de octubre, se le diagnosticó un adenocarcinoma de recto, razón por la cual fue valorada en el Hospital San Rafael de Alajuela y remitida para tratamiento al Hospital México. Explica que, coincidentemente, la cédula de residencia de la amparada venció el 30 de setiembre de 2014 y para gestionar su renovación se le exigió por parte de las autoridades migratorias, su aseguramiento ante la Caja Costarricense de Seguro Social, lo cual se hizo por medio de un carné de asegurada provisional; no obstante, no le dieron su nuevo carné de asegurada, bajo el argumento de la existencia de una nueva disposición que entró a regir la semana pasada, para cónyuges extranjeros residentes legales en el país casados con ciudadanos costarricenses, que deben suscribir un seguro personal obligatorio, independiente del suyo, como asegurado directo asalariado. Considera que la negativa de la CCSS de asegurar a su esposa, violenta sus derechos y los de su familia, en tanto a la Caja Costarricense, sí asegura a parejas con distinta orientación sexual, aún y cuando no exista un vínculo matrimonial que los una. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico de la Clínica Doctor Marcial Rodríguez Conejo, que DE INMEDIATO se le otorgue a la amparada el seguro por beneficio familiar, si otra causa ajena no lo impide. El Magistrado Armijo Sancho pone nota. Comuníquese. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	SEGUROS
	COBRO DE PERÍODOS ATRASADOS DEL MARCHAMO DE AUTOMOTOR.

Expediente:14-017868-0007-CO 
Sentencia:2014019856

Recurso de amparo contra el INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS (INS). El recurrente alega que no le corresponde pagar las sumas correspondientes a los períodos atrasados del marchamo de un automotor, por cuanto no circuló por diez años, en vista de que se encontraba en reparación, sin embargo, el INS le ha cargado esos períodos atrasados en el actual marchamo que se encuentra al cobro, por lo que considera lesionados sus derechos fundamentales. En el caso bajo estudio, si bien es cierto, como cita el recurrente, esta Sala conoció en el año 1993 un asunto relacionado con el pago de un periodo de marchamo que se encontraba atrasado, por las razones que se mencionan en la sentencia, para el caso particular también es cierto que esta Sala más recientemente ha conocido otros asuntos similares al presente, en donde bajo una mejor ponderación, con base en lo dispuesto en el artículo 13, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, ha establecido que lo reclamado es un asunto que debe discutirse en la vía ordinaria, De igual manera, en la sentencia número 2014-002195 de las catorce horas treinta minutos del dieciocho de febrero de dos mil catorce, donde se acusó que el marchamo del año 2014 de un vehículo todavía estaba pendiente de pago, y que se le obligaba a cancelarlo a pesar de que el automóvil había sido declarado como pérdida total. En razón de lo anterior, no se encuentran motivos para variar el criterio vertido por la Sala o razones que la hagan valor de manera distinta los hechos alegados. De esa manera, la discusión sobre la procedencia o no del pago de los marchamos atrasados que se reclaman de conformidad con la normativa vigente, es un asunto de legalidad ordinaria que debe resolverse en esa vía donde se podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. En consecuencia procede desestimar el recurso, como en efecto se dispone.       Se declara sin lugar el recurso.

	SERVICIOS PÚBLICOS
	CORTE DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE POR FALTA DE PAGO

Expediente:14-017797-0007-CO 
Sentencia:2014019847

Recurso de contra la MUNICIPALIDAD DE ASERRÍ. La parte recurrente alega que de forma arbitraria le fue cortado el servicio de agua potable, debido a un error por parte del municipio recurrido, sin que a la fecha de interposición del recurso se haya reestablecido la conexión. En vista de lo anterior, presentó gestiones ante la Municipalidad, sin que se haya dado respuesta a las mismas, por lo que considera violentados sus derechos fundamentales. Este Tribunal ha venido tutelando mediante el amparo el derecho al servicio público de agua potable. Sobre el particular, la Sala ha considerado que el suministro de agua potable no es gratuito, y que quienes disfrutan del mismo están obligados a satisfacer el costo del servicio. En caso de que el interesado no satisfaga el costo del mismo, el ente administrador correspondiente tiene la posibilidad de cortar el suministro, siempre y cuando existan a disposición de las personas que se enfrentarán a la falta del vital líquido, fuentes públicas. Esta Sala ha dispuesto en su reiterada jurisprudencia que,  aún cuando el numeral 8 de la Ley de aguas fue derogado por la Ley 7593, subsiste para la Municipalidad – o el ente administrador de un acueducto- la obligación de poner a disposición de aquellos a quienes se cortará el suministro de agua, fuentes públicas cercanas; ello en virtud del problema de salud pública que puede originar la total prescindencia del líquido para una familia y por extensión, para la comunidad. No considera esta Sala que la actuación de la administración municipal, sea arbitraria, sino basada en que dicho servicio público no es gratuito y el recurrente se encontraba en mora. No omite manifestar este Tribunal Constitucional que si el recurrente considera que se le cobraron montos de más en la tarifa que le correspondía, y que esas diferencias deben ser abonadas a la deuda que mantiene con el acueducto municipal, eso es un asunto de legalidad que debe ser resuelto en la vía ordinaria. Partiendo de lo expuesto, en cuanto a los aspectos señalados, no se constata lesión alguna que amerite tutela constitucional, por cuanto la resolución del reclamo planteado y la reinstalación del servicio de agua se dio al día siguiente de suspendido, todo ello antes de la interposición y de la comunicación del recurso de amparo. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por la violación al artículo 41, de la Constitución Política. Se ordena a Marcela Marín Mora, en su condición de Alcaldesa Municipal y a Leticia Castro Moreno, en su condición de Presidenta del Concejo Municipal, ambas de la Municipalidad de Aserrí, que tomen las medidas necesarias y giren las ordenes que correspondan para que las gestiones planteas por el recurrente en fecha 06 de agosto y 10 de setiembre de 2014, ante esa Municipalidad, sean resueltas y comunicadas dentro del plazo de DIEZ DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia.

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	IMPIDE EL INGRESO A APARTAMENTO POR INCUMPLIMIENTO DE PAGO DEL ARRENDAMIENTO

Expediente:14-018328-0007-CO
Sentencia:2014-020555

Recurso de Amparo contra Sujeto de Derecho Privado. El recurrente demandó la tutela de sus derechos fundamentales, pues, en su criterio, la recurrida al dar por terminado el contrato de arrendamiento que habían suscrito,  cerró  la  puerta  del apartamento que alquilaba, con  una  cadena  y  candado, impidiéndosele tener acceso a su ropa, artículos de cuidado personal y menaje de casa. Se encuentra plena e idóneamente acreditado que la recurrida  le  impide  al  amparado  acceder  a  sus  bienes, para compeler  la cancelación  de  la  deuda  que  posee  por  el arrendamiento de un apartamento y otros rubros. Lo dispuesto en este sentido, a juicio de este Tribunal Constitucional lesiona los derechos fundamentales del tutelado, puesto que el ordenamiento jurídico establece y regula mecanismos para compeler el pago de la obligación que se reclama. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la recurrida, disponer lo necesario para que de inmediato, el recurrente tenga acceso a los bienes que encuentran en el apartamento que alquilaba, sin perjuicio que ejerza la tutela de sus derechos en las vía que corresponda.  Se condena a la recurrida al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil. 

	TRABAJO
	OBLIGACIÓN DE PRESENTAR CERTIFICACIÓN DE ACREDITACIÓN DE DISCAPACIDAD PARA CONCURSO LABORAL EN EL MEP

Expediente:14-014402-0007-CO

Sentencia:2014019789

Recurso de amparo contra EL SERVICIO CIVIL y la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. El recurrente estima lesionados los derechos de su representada, por cuanto en la Caja Costarricense de Seguro Social se niegan a tramitar una solicitud de certificación de acreditación de discapacidad que gestionó con el fin de presentarla dentro de un concurso de antecedentes para optar por una plaza en el Ministerio de Educación reservada específicamente para personas con alguna discapacidad. Con ocasión de la aprobación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, emitida por la Organización de las Naciones Unidas, el Poder Ejecutivo promulgó, en el año 2010, el Decreto No. 36042-S “Oficialización Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los Programas Sociales Selectivos y de Salud”, con la finalidad primordial de unificar y universalizar la acreditación de la discapacidad, como medio para facilitar el ejercicio de los derechos y oportunidades de la población costarricense con algún grado de discapacidad. En dicho instrumento se confirió a la Caja Costarricense de Seguro Social la responsabilidad de implementar, a través de la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones, el proceso unificado de acreditación de la condición de discapacidad, para lo que se dispuso que se debían realizar los trámites administrativos correspondientes y dotar de prepuesto a la Dirección. Este Tribunal considera que procede acoger el recurso de amparo, pues al ser necesaria la acreditación de discapacidad para optar por una plaza reservada en el MEP para personas con discapacidad, la negativa de la CCSS a tramitar la solicitud de certificación de la amparada le impide ejercer su derecho fundamental de acceder a un puesto en la función pública. Si las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social consideran que el decreto 36042-S es inconstitucional o ilegal, es una discusión que no corresponde ser discutida por la vía del amparo, de ahí que deberán alegarlo ante las instancias competentes aplicando los mecanismos dispuestos a los efectos. Sin embargo, ello no justifica que se deje desprotegido el derecho de la recurrente de concursar por una plaza en sector público, específicamente, para personas con discapacidad. Al no haber por el momento otro medio legal vigente para acreditar la discapacidad de la tutelada, y existir una Comisión Calificadora de Invalidez dentro de la Gerencia de Pensiones de la CCSS creada en el Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, corresponde a la Caja Costarricense de Seguro Social, de conformidad con el Decreto Ejecutivo No. 36042-S, resolver de forma inmediata y como corresponda, la solicitud de acreditación de discapacidad presentada por la amparada el 28 de agosto de 2014. En vista de que el período de reclutamiento para el concurso PD-02-2014 fue del 8 de setiembre al 3 de octubre de 2014, se advierte a Hernán Rojas Angulo, en su condición de Director General de Servicio Civil, que debe realizar los ajustes correspondientes a fin de permitir a la tutelada completar, en caso de extenderse efectivamente la certificación de discapacidad, su oferta de servicios y que no vea afectada su participación dentro del proceso de reclutamiento por dicha causa. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente contra la Caja Costarricense de Seguro Social. En consecuencia, se ordena a Florizul Solano Zamora y a Edwin Rodríguez Alvarado, por su orden Directora de la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones y Director Jurídico a.i con rango de Subgerente de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes en su lugar ocupen dichos cargos, que lleven a cabo las acciones dentro del ámbito de sus competencias para que se de trámite a la solicitud de certificación de acreditación de discapacidad visual de la amparada, de conformidad con el decreto ejecutivo No. 36042-S, y de resultar procedente, se le extienda la certificación requerida dentro del término de UN MES contado a partir de la notificación de la presente resolución. CLP

	TRABAJO
	RETRASO INJUSTIFICADO EN PAGAR SALARIO

Expediente:14-018086-0007-CO 
Sentencia:2014019890

RECURSO DE AMPARO contra ÁREA DE SALUD DE TILARÁN. Acusa la accionante lesión al derecho al salario. Explica se le adeuda el salario correspondiente a los meses de agosto, setiembre, octubre y noviembre del 2014. Además del tiempo extraordinario y recargos. Sobre el contenido del derecho al salario, la jurisprudencia de este tribunal ha sido abundante y ha insistido sistemática en que el trabajo se concibe como un derecho del individuo cuyo ejercicio beneficia a la sociedad y que en cuanto a la persona garantiza una remuneración periódica, no podría aceptarse que el Estado reciba ese beneficio sin entregar al trabajador nada a cambio o entregándole tardíamente lo que le corresponde, por lo que el salario como remuneración debida al trabajador en virtud de un contrato de trabajo, por la labor que haya efectuado o deba efectuar o por los servicios que haya prestado o deba prestar, no es solo una obligación del empleador, sino un derecho constitucionalmente protegido. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena a Luis Fernando Oviedo Zamora, Director Médico, Ana Lorena Picado Loaiciga, Administradora, Evangelista Solano Arias, Encargada de Recursos Humanos, todos del Área de Salud de Tilarán de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quiénes en sus lugares ejerzan esos cargos, para que de FORMA INMEDIATA giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de sus competencias para que se de el pago de las sumas adeudadas a la recurrente por concepto de salario y tiempo extraordinario. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara con lugar el recuso  conforme lo indica en el último considerando de la esta sentencia

	TRABAJO
	DENEGATORIA DE INFORMACIÓN SOBRE EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS
 
Expediente:14-017352-0007-CO
Sentencia:2014-020168

Recurso de amparo contra la Directora Regional de Educación de Liberia del Ministerio de Educación Pública. El recurrente considera lesionado su derecho a la información, dispuesto en el artículo 30, constitucional, por cuanto solicitó copia de las Evaluaciones de Desempeño del Personal de la Dirección Regional de Educación de Liberia  del año 2013; sin embargo, se le denegó dicha información. Finalmente, solicita que se sancione a las autoridades recurridas en razón de sus reiterativas omisiones en diversos recursos de amparo. Para esta Sala, la respuesta brindada por la autoridad recurrida, lesiona el derecho de acceso a la información administrativa, dispuesto en el numeral 30, constitucional, porque los datos requeridos por el recurrente constituyen información pública, en el tanto se trate del resultado final de la evaluación de desempeño de funcionarios públicos en el ejercicio de labores propias de su cargo, y se excluya cualquier dato sensible, toda vez que éstos a su vez se encuentran protegidos por el artículo 24, de la Constitución Política. Al haber incurrido la autoridad recurrida en la omisión descrita, se lesiona de este modo el contenido del derecho consagrado en el numeral 30, constitucional. En consecuencia, el amparo resulta procedente, como en efecto se dispone. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por violación al artículo 30, constitucional. En consecuencia, se ordena a la Directora Regional de Educación de Liberia, que en el plazo de DIEZ días contado a partir de la comunicación de esta sentencia, brinde al recurrente la información requerida mediante documento CC-JARU-086-10-2014 del 23 de octubre de 2014, que es el resultado final de la evaluación de desempeño del personal que labora en esa dependencia, del año 2013. De ser necesario, deberá excluirse cualquier dato sensible de dichos funcionarios, por encontrarse protegidos a su vez por el artículo 24, de la Constitución Política. Se declara sin lugar el recurso, respecto al otro extremo reclamado. 

	TRABAJO
	IMPROCEDENCIA DE DESPIDO POR ALCOHOLISMO
 
Expediente:14-017950-0007-CO
Sentencia:2014-020199
 
Recurso de contra Ministra de Educación Pública. El recurrente reclama la lesión a los derechos fundamentales del tutelado, en particular de los derechos protegidos en los artículos 21, 56 y 57, de la Constitución Política, por cuanto las autoridades del Ministerio de Educación Pública acordaron el cese de sus funciones sin responsabilidad patronal, argumentando para ello varias ausencias injustificadas a sus labores. Esta Sala ha estimado como improcedente que la Administración despida a una persona alcohólica y, sabiendo que padece de esta enfermedad, no le otorgue, previamente, oportunidad de someterse a un proceso de recuperación. En el presente caso, de la prueba documental aportada al expediente electrónico, en específico,  se desprende que el tutelado había sido reincidente en la patología que enfrenta, toda vez que, en las oficinas de registros laborales del Ministerio de Educación Pública, se evidenciaba que el amparado contaba con antecedentes disciplinarios por incurrir en faltas a sus deberes y obligaciones a causa del alcoholismo, oportunidad en que se le había absuelto, y se le ordenó apersonarse a la Sección de Salud de ese Ministerio para someterse a un proceso de recuperación, por lo que se estimaba que la oportunidad de rehabilitarse se le había otorgado,  sin que haya aprovechado ese proceso, situación que excede la oportunidad de recuperación que, como derecho de defensa, ha reconocido la jurisprudencia de esta Sala, quedando residualmente un análisis jurídico-disciplinario de la conducta presuntamente mantenida por el amparado, sin que por las mismas razones que se han apuntado, ello sea competencia ya de este Tribunal. En todo caso, determinar si por la condición del tutelado debe seguir tratamiento en una institución estatal o privada, y que tal situación sea considerada por la Administración, ello es un aspecto que como tal, deberán resolver las autoridades de legalidad competente. Se rechaza por el fondo el recurso.

	TRABAJO
	IMPLEMENTACIÓN DE LA DISPONIBILIDAD EN EL DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA DEL PODER JUDICIAL

Expediente:14-017194-0007-CO
Sentencia:2014-020509

Recurso de Amparo contra Poder Judicial. Acusan los accionantes ius variandi abusivo. Arguyen que el Consejo Superior, en la sesión número 98-13,  artículo  LXXXIV, acordó trasladar la solicitud planteada por la Secretaría Técnica de  Género a la Dirección Ejecutiva para que se autorizara la aplicación de la modalidad de disponibilidad en horas no hábiles al personal del Departamento de Trabajo Social y Psicología. En la sesión número 13-14,  artículo  LVII,  el  consejo  accionado acordó aprobar la Propuesta de Intervención del Departamento de Trabajo  Social y  Psicología  (DTSP) en el Proyecto Equipos de Respuesta Rápida a Víctimas de Delitos Sexuales, y en consecuencia, solicitar al Departamento de Planificación que establezca los roles de disponibilidad tomando en consideración lo expuesto. Reclaman  que,  como  producto de lo anterior, se ha incorporado a los amparados, de forma obligatoria, al Régimen de Disponibilidad,  sin  haberse respetado  el  debido  proceso, pues  de  previo  a adoptarse  tal  determinación  no se  les  confirió  audiencia  alguna, y con posterioridad,  tampoco  se  les  ha notificado  -de  forma individualizada, como funcionarios afectados- formal acto administrativo debidamente motivado, sobre su incorporación al régimen de disponibilidad. El criterio sostenido por este Tribunal Constitucional es que los conflictos acerca de los alcances de un contrato de cualquier naturaleza, incluyendo los laborales, no son de conocimiento de esta jurisdicción, creada para la tutela efectiva de los derechos fundamentales de los habitantes del país, cuando sean directamente vulnerados con acciones u omisiones o simples actuaciones materiales no fundadas en un acto administrativo eficaz de los servidores u órganos públicos. Es abundante la jurisprudencia constitucional en punto a la facultad del patrono para variar las condiciones del contrato de trabajo, pero señalando que ésta tiene sus límites en la razonabilidad de los cambios ordenados y siempre que no se perjudique al servidor, doctrina conocida en materia laboral como el ius variandi; sin embargo, las discusiones sobre la procedencia o no de las modificaciones, son asuntos de mera legalidad que deben ser discutidas en la vía ordinaria correspondiente. No obstante, también ha señalado esta Sala que el único interés que pueden tener para esta jurisdicción aquellos casos donde se reclaman variaciones en los contratos de trabajo –imputables a órganos o servidores públicos–, es cuando se constate lo que doctrinariamente se conoce como "ius variandi abusivo", es decir, variaciones en las condiciones laborales abierta y claramente arbitrarias, por lo se hace necesario determinar si la decisión implica una modificación sustancial de las circunstancias de tiempo y lugar en que se desempeña el interesado, una degradación en sus funciones o bien, un rebajo sustancial del salario devengado, pues en esos casos se lesionaría en perjuicio del servidor el derecho a la estabilidad laboral. Después de analizar los elementos probatorios aportados este Tribunal descarta la lesión a los derechos laborales de los amparados con la implementación del rol de disponibilidad del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la atención y abordaje inmediato de las víctimas menores de edad en los casos de delitos sexuales y violación, dentro del denominado Proyecto de Equipos de Respuesta Rápida a Víctimas de Delitos Sexuales. Por lo anterior se declara sin lugar el presente recurso de amparo.

	TRABAJO
	USO DE CELULAR E INTERNET EN AUDIENCIA ORAL Y PRIVADA EN EL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA

Expediente:14-018652-0007-CO
Sentencia:2014020606

Recurso de amparo contra el Ministerio de Seguridad Pública. El recurrente alega que es abogado y en la audiencia oral y privada seguida en una causa administrativa en contra de su defendido, no se le permitió el uso del teléfono celular para acceder a internet y consultar la normativa, lo cual lesionó el derecho a la defensa y debido proceso, aunado que, en virtud de ello, se suspendió la vista. En el caso bajo estudio, la Sala tiene por demostrado que la autoridad recurrida le brindó la posibilidad  al recurrente de utilizar el teléfono celular, para consultar la normativa que requería, pero cuando así lo necesitará, se lo debía hacer saber al Órgano  Director del Procedimiento, con la finalidad de darle el espacio requerido y no perturbar a las demás partes con interrupciones y resguardar así la privacidad de la audiencia, lo cual considera esta Sala resulta ser una medida razonable y no restringe el uso del teléfono celular como soporte electrónico de trabajo. Por lo anterior, no encuentra este Tribunal que al amparado se le haya  lesionado su derecho al debido proceso ni a una defensa técnica. Se declara sin lugar

	TRABAJO
	PAGO DEL SALARIO DE OFICIALES DEL MINISTERIO DE SEGURIDAD

Expediente:14-018654-0007-CO
Sentencia:2014-020607

Recurso de amparo contra el Ministerio de Seguridad Pública. Los recurrentes, todos oficiales de la Dirección General de la Policía de Control de Drogas del Ministerio de Seguridad Pública solicitan el amparo de sus derechos fundamentales,  concretamente, al principio de igualdad, así como las garantías del debido proceso. Cuestionan los cálculos efectuados por las autoridades recurridas para el reconocimiento pecuniario de la jornada laboral extraordinaria. Al respecto debe indicarse que no le corresponde a esta jurisdicción resolver el agravio relacionado con el pago de las supuestas labores realizadas durante días libres o de descanso, pues ello se debe resolver en la vía ordinaria de legalidad.  Lo mismo cabe indicar respecto al correcto cálculo del pago de las horas extraordinarias de trabajo, haciendo la salvedad que este Tribunal ya ha indicado que no resulta discriminatorio que a los funcionarios de la Fuerza Pública se les excluya de lo preceptuado por el artículo 58 de la Constitución Política, pues están regidos por un régimen de excepción. Los recurrentes aducen que sin observar el debido proceso y el derecho de defensa, en la segunda quincena de noviembre de 2014 se les aplicaron rebajos salariales.  Del informe rendido bajo juramento por la Directora de Recursos Humanos y el Jefe de Compensaciones y Remuneraciones, ambos del Ministerio de Seguridad Pública se tiene que, en efecto, debido a un error en el cálculo de las horas extras adeudadas a los funcionarios de la Policía de Control de Drogas, se les giraron unas sumas de más. De acuerdo con lo indicado por esas autoridades, por oficio se había informado al Director de la Policía de Control de Drogas que, en virtud del yerro señalado, a partir de la segunda quincena de noviembre de 2014 se aplicarían rebajos salariales a los funcionarios de ese cuerpo de policía. No obstante, no consta en autos que ese funcionario hubiere puesto esa situación en conocimiento de los tutelados ni que las autoridades recurridas les hubieren informado a cada uno de ellos el motivo de la deducción, el monto total adeudado y el que será deducido, la cantidad de tractos en los que se efectuarían los rebajos, lo que, evidentemente, los colocó en una posición de desventaja e indefensión, pues les impidió, previo al rebajo, alegar cualquier disconformidad en ese sentido. Así las cosas, procede acoger el recurso por la violación al debido proceso y derecho de defensa con la orden para las autoridades recurridas de abstenerse de incurrir, nuevamente, en esa omisión que se acusa en autos. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la violación del derecho al debido proceso. Se ordena a las autoridades recurridas abstenerse de incurrir, nuevamente, en la omisión que sirvió de base a esta declaratoria. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.


	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad



	POR TANTO
	RESUMEN

	No ha lugar a la gestión formulada. 
	CADUCIDAD DE UN AÑO DE LOS DERECHOS LABORALES DEL EMPLEO PÚBLICO

Expediente:2014-015343
Sentencia:020135-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 39 de la Ley 8508 (Código Procesal Contencioso-Administrativo)  y 175 de la Ley 6227 (Ley General de la Administración Pública).

Se solicita la nulidad de la sentencia 16930-14, en donde se acusaba que las normas cuestionadas hacen caducar en un año los derechos laborales del empleo público y considera que se debería aplicar la prescripción prevista en el artículo 198 de la Ley No. 6227. En este caso, la acción resulta inadmisible por inexistencia de asunto previo. No ha lugar a la gestión formulada.

	Sentencia 2014 - 020449. Expediente 14-018806-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el artículo 43 del Reglamento para la Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido alcohólico de la Municipalidad de San Carlos. Se rechaza por el fondo la acción.-
	REGLAMENTO DE BEBIDAS CON CONTENIDO ALCOHÓLICO DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN CARLOS

Expediente:14-018806-0007-CO
Sentencia:020449-2014 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 43 del Reglamento para la Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido alcohólico de la Municipalidad de San Carlos.

 Según el actor, la disposición impugnada es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución, en cuanto impide la permanencia de personas dentro del local fuera del horario permitido para expender bebidas alcohólicas, con lo cual deja por fuera los supuestos del administrador (quien debe realizar labores de caja), o bien del guarda que cuida el establecimiento mercantil tras el cierre. En su criterio, de aplicarse la norma en toda su dimensión se produce una situación desproporcionada que lesiona los derechos protegidos en los artículos 46 y 56 de la Constitución Política. En este caso, al valorar la conformidad a la Constitución Política de estas disposiciones, la Sala estima que no son inconstitucionales, teniendo en cuenta que constituyen restricciones legítimas y razonables al ejercicio de la libertad económica relativa a la venta de licores, en atención a fines superiores como lo son la protección de la salud de la población, el derecho a un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado de los vecinos del establecimiento mercantil (que puede verse afectado por problemas de contaminación sónica, entre otros). De ahí que la disposición cuestionada, en cuanto veda la permanencia de personas en el local comercial fuera del horario permitido para vender bebidas alcohólicas, no lesiona el Derecho de la Constitución, siempre que se interprete que esa  norma no se aplica respecto de las personas que están directamente vinculadas con el establecimiento mercantil, entre ellos el dueño del negocio, el administrador, el guarda, y otros dependientes del local, quienes lógicamente pueden permanecer en el sitio mientras realizan sus labores. En este sentido, si se extiende el alcance  de la norma impugnada a los supuestos que describe el actor claramente se produciría una situación desproporcionada que no está directamente relacionada con los propósitos de la norma, la cual tiene por objeto impedir el consumo del licor en el establecimiento comercial fuera del horario permitido. Por consiguiente, al considerarse en esta sentencia que el artículo 43 del Reglamento para la Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido alcohólico de la Municipalidad de San Carlos no es inconstitucional,  en la medida en que se interprete y aplique en los términos expuestos, lo procedente es el  rechazo por el fondo de la acción.

	Sentencia 2014 - 020451. Expediente 14-018869-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra Artículo 158 del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción. 
	CASACIÓN EN MATERIA NOTARIAL

Expediente:14-018869-0007-CO
Sentencia:020451-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 158 del Código Notarial.

Estima el accionante que esta norma impide su acceso a la justicia, y con ello se vulneran el debido proceso, el derecho al trabajo, al bienestar y al principio de igualdad, por cuanto únicamente procede el recurso de casación en aquellos procesos de carácter notarial donde además de una pretensión sancionatoria exista también una pretensión resarcitoria, lo que impide según la norma, la interposición de un recurso de casación en aquellos procesos donde la pretensión sea sólo la sanción del Notario y no la reparación económica del presunto daño causado. La acción se rechaza por el fondo, por cuanto la Sala ya se ha pronunciado en otras ocasiones sobre el tema. (2004-4867, 2012-8855). 

	Sentencia 2014 - 020434. Expediente 14-016298-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el párrafo primero del artículo 377 del Código de Trabajo. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Jinesta salva el voto en cuanto a la interpretación conforme a la Constitución del artículo 377 del Código de Trabajo, el cual estima que no precisa de interpretación conforme. 
	HUELGA

Expediente:14-016298-0007-CO 
Sentencia:020434-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo primero del artículo 377 del Código de Trabajo. En este caso se analizan los siguientes temas: a) La Sala aprecia que la inconformidad del accionante respecto de esta norma, es que la misma establece una consecuencia que debe aplicarse en los supuestos de la declaratoria de ilegalidad de una huelga, sin que en dicho artículo se defina qué es una huelga de carácter ilegal, ni los requisitos o condiciones para su declaratoria, lo cual, estima, vulnera la Constitución Política al señalar una sanción sin definir los supuestos de aplicación. Además de solicitar la declaratoria de inconstitucionalidad de esta norma, requiere ante esta jurisdicción que dicho artículo sea adicionado, para que de previo a la aplicación del despido, se prevenga a los trabajadores reincorporarse al trabajo. b) Sobre la improcedencia de lo pretendido y la conformidad constitucional de la norma impugnada. La pretensión del accionante, según lo indicado, se centra no sólo en la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma impugnada, sino también –según se entiende, lo es de manera subsidiaria-, en que se adicione el artículo 377 del Código de Trabajo, para que en él se contemple que de previo a aplicar la consecuencia allí señalada, se prevenga la reincorporación a las labores por parte de los trabajadores que participan en un movimiento de huelga. Es claro que dicha pretensión –aún siendo subsidiaria- se encuentra fuera del ámbito de competencias de la jurisdicción constitucional, toda vez que lo solicitado se refiere a un tema de modificación legislativa que, naturalmente, es competencia exclusiva del Poder Legislativo, sin que le asista a esta Sala la facultad o potestad de adicionar una norma en los términos pretendidos por el accionante. c) En lo que respecta a la presunta inconstitucionalidad del primer párrafo del artículo 377 del Código de Trabajo, ya la Sala se ha pronunciado sobre los aspectos que ahora reitera el accionante, declarando que dicha norma dista de ser inconstitucional. En efecto, anteriormente el mismo accionante que ahora comparece, impugnó esta misma norma aduciendo razones similares a las ahora planteadas, centradas, especialmente, en que la norma que cuestiona omite indicar cuándo un movimiento de huelga puede ser declarado ilegal, cuáles son las condiciones para dicha declaratoria, y que, por lo tanto, el procedimiento judicial para emitir tal declaratoria puede verse influenciado por diversidad de factores, aspectos todos sobre los que ya existe pronunciamiento de la Sala. Así, haciendo un profuso estudio sobre los movimientos de huelga, sus fundamentos, condiciones y trascendencia, tanto en lo que corresponde al sector público como al privado –como en el caso bajo estudio- mediante sentencia número 2011-10832, la Sala se refirió ampliamente a los supuestos que permiten la declaratoria de ilegalidad de una huelga, y las consecuencias que para los trabajadores participantes puede tener que la misma sea declarada ilegal. Dada la importancia que esta sentencia reviste para la consideración del caso que ahora nuevamente se plantea, resulta de particular interés referir en lo conducente los argumentos allí planteados. De tal forma, contrario a las manifestaciones del accionante, resulta impropio aducir que la declaratoria de ilegalidad de un movimiento de huelga se encuentra carente de fundamentación, ni de regulación las condiciones o parámetros para su declaratoria, pues es claro que el mismo Código de Trabajo sí contempla y desarrolla de manera puntual los requerimientos para la declaratoria de legalidad o consecuente ilegalidad de una huelga, así como se fijan los márgenes de actuación judicial en ese proceso de valoración de un movimiento de este tipo. En este sentido, es claro que la norma cuestionada dista de ser inconstitucional en los términos planteados por el accionante, por lo que no existiendo motivos para variar el criterio jurisprudencial expuesto, lo que corresponde es rechazar por el fondo esta acción, como en efecto se dispone.

	Sentencia 2014 - 020436. Expediente 14-017631-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA EL ARTICULO 23 DE LA LEY N° 6836 INCENTIVOS A LOS PROFESIONALES EN CIENCIAS MEDICAS REFORMADO A TRAVES DE LA LEY 8423 REFORMA DEL ARTICULO 40 DE LA LEY GENERAL DE SALUD N° 5395 Y MODIFICACIONES DE LA LEY DE INCENTIVOS A LOS PROFESIONALES EN CIENCIA. Se rechaza por el fondo la acción.-
	LEY DE INCENTIVOS MÉDICOS

Expediente:14-017631-0007-CO
Sentencia:020436-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 23 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas, Ley número 6836, reformado a través de la Ley número 8423. Manifiestan que la Ley de Inventivos número 6836 fue promulgada e implementada con el objetivo de regular la remuneración de los profesionales en ciencias médicas que laboran para el sector público, y en ningún momento existió la intención de incluir en ella a los profesionales en ciencias médicas que laboran en el sector privado. Agregan que, tal y como lo estableció la Sala en la sentencia número 2013-12014, el proyecto original planteado por el Poder Ejecutivo, en su artículo 23, ya establecía la mención del sector privado pero se limitaba y restringía única y exclusivamente a la figura del “médico de empresa” y que esa excepción obedeció a las especiales circunstancias y particularidades que enmarcan y regulan a ese especial tipo de contratación. Indican que del estudio del expediente legislativo 14.852, que dio origen a la reforma de la norma impugnada, la única intención de la propuesta era actualizar el marco normativo para permitir la incorporación de los profesionales en enfermería y nutrición que brindan sus servicios en instituciones públicas dentro de la Ley número 6836 y reconocer a éstos los beneficios de esa normativa. Estiman que la norma impugnada lesiona el principio de publicidad -artículo 117 de la Constitución Política- por cuanto del estudio de la “exposición de motivos” del texto original, resulta que en ningún momento se hace mención alguna sobre el propósito de ampliar el ámbito de aplicación de la Ley número 6836 para que los beneficios allí contemplados se le reconocieran a los profesionales que contrataban en el sector privado. Alegan violación al principio de conexidad -artículos 123 y 124 de la Constitución Política- ya que el objetivo de la iniciativa estaba dirigido única y exclusivamente a los funcionarios del sector público y que, en ningún momento, se pretendía extender los beneficios de la Ley número 6836 al sector privado. Señala la Sala que la constitucionalidad del artículo 23 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas, reformado por la Ley número 8423, del siete de octubre de dos mil cuatro, fue analizada por este Tribunal en sentencia número 2013-12014, de las catorce horas y treinta minutos del once de setiembre del dos mil trece y que no hay motivos para variar el criterio expuesto en esa sentencia. Se rechaza por el fondo la acción.

	Sentencia 2014 - 020446. Expediente 14-018729-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra acuerdo legislativo de 27 de noviembre de 2014, respecto del régimen y el período de vacaciones de los Diputados a la Asamblea Legislativa para el período de fin y principio de año 2014-2015, y trasladar las sesiones del lunes 22 de diciembre, al viernes. Se rechaza de plano la acción.-
	VACACIONES DE DIPUTADOS

Expediente:14-018729-0007-CO
Sentencia:020446-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el acuerdo legislativo de 27 de noviembre de 2014, respecto del régimen y el período de vacaciones de los Diputados a la Asamblea Legislativa para el período de fin y principio de año 2014-2015, y trasladar las sesiones del lunes 22 de diciembre, al viernes 19 de diciembre de este año. 

Se estima que la decisión de los Diputados contraviene los artículos 114, 116 y 118 de la Constitución, en la medida que al encontrarse estas fechas en el período de sesiones extraordinarias, sólo el Poder Ejecutivo puede decretar los recesos pertinentes, ya que si en este período es el Ejecutivo quien señala la agenda y pone a funcionar al Legislativo, sólo le compete al Ejecutivo disponer los recesos; explica que los Diputados sí pueden definir sus propios recesos, pero sólo durante el período de sesiones ordinarias, y que el artículo 121 de la Constitución no se reconoce ninguna potestad a los Diputados para suspender la convocatoria de las sesiones extraordinarias. Bajo esta tesis, refiere que el mediante oficio del 27 de noviembre de 2014, el Ejecutivo informó a la Asamblea que el período de sesiones extraordinarias iniciaría el primero de diciembre, y le señaló 104 proyectos de ley a conocer; sin embargo, incluso de previo a recibir esa convocatoria, ya la Asamblea Legislativa había difundido que no laboraría durante un mes. Refiere que el Reglamento Legislativo tampoco regula las vacaciones de los Diputados, por lo que entonces ellos se encuentran sometidos a lo dictado por la Constitución, el Código de Trabajo y la Ley General de Administración Pública. Así, el derecho a vacaciones lo adquirirían los Diputados a partir del primer año de trabajo. La situación es más grave, indica, si se toma en cuenta que por disposición reglamentaria, los Diputados sólo laboran de lunes a jueves. Menciona que la única forma que tienen los Diputados para no trabajar en el período que ellos dispusieron, es que el Poder Ejecutivo retire los 104 proyectos de ley que fueron convocados a sesiones extraordinarias, pero no por iniciativa propia del Poder Legislativo. Indica que el período completo de extraordinarias comprende un total de 150 días, pero que con los recesos acordados y la jornada semanal que se estila, ese período se reduce a sólo 62 días efectivos, lo que les impide conocer los proyectos convocados. Fundamenta su legitimación en intereses difusos, en la medida que la paralización de las labores legislativas afecta a la generalidad de la población. Solicita se anule el acuerdo legislativo impugnado, se suspenda su aplicación mientras se conoce esta acción, y se defina que durante el período de sesiones extraordinarias, toda suspensión y receso puede ser acordada únicamente por el Poder Ejecutivo. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación y se indica que la Sala ha conocido –y rechazado-, reclamos referidos al régimen de vacaciones de los diputados. En ese sentido se pueden ver los votos 2013-15483, 2013-15484 y 2013-15482.

	Sentencia 2014 - 020448. Expediente 14-018751-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra la interpretación y no aplicación de los artículos 212, 213, 215 del Código Procesal Civil. Artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública, en conjunto con el artículo 452 del Código de Trabajo. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López pone nota. 
	DESERCIÓN

Expediente:14-018751-0007-CO
Sentencia:020448-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la interpretación y no aplicación de los artículos 212, 213, 215 del Código Procesal Civil. Artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública, en conjunto con el artículo 452 del Código de Trabajo. Las normas indicadas regulan la aplicación de la deserción en los procesos laborales. Estima la accionante que la aplicación que se ha dado en cuatro procesos conocidos por el Juzgado de Trabajo, es contrario a su derecho de defensa, al no acoger las solicitudes de deserción planteadas. Se rechaza de plano la acción, en razón del objeto, por falta de fundamentación y por no constituir medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado. La Magistrada Hernández López pone nota.

	Sentencia 2014 - 019754. Expediente 14-017986-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra DECRETO EJECUTIVO Nº 30636- MAG, ARTÍCULO 3, INCISO B. Se rechaza de plano la acción.-  
	REQUISITOS PARA INGENIEROS CERTIFICADORES DE USO DE SUELO

Expediente:14-017986-0007-CO
Sentencia:019754-2014 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 3 inciso b) del Decreto Ejecutivo No. 30636-MAG. Publicado en La Gaceta No. 16 del 28-08-2002. 
-Dictamen de la Procuraduría General de la República No. C-040-2013 del 12-03-2013
-Oficio No. DE-INTA-216-2013 DEL 30-04-2013 del Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Innovación y Transferencia en Tecnología Agropecuaria.

La norma señala que los miembros del Colegio de Ingenieros Agrónomos con grado mínimo de Bachiller en Ciencias Forestales, podrán fungir como Certificadores de Uso Conforme del Suelo, en Tierras en las que se desarrollarán proyectos forestales. Acusan que se les limita su campo de trabajo únicamente en tierras donde se desarrollan proyectos forestales. Señala la Sala que la discusión involucra un problema de legalidad entre el reglamento impugnado y la Ley 7779 y su reglamento que, dicho sea de paso, sin que forme parte de la razón de la decisión, tal problema no existe, porque el propósito del legislador está claramente dirigido a la tutela del suelo de uso agrícola, en general, no exclusivamente forestal. En consecuencia, procede rechazar de plano la acción, por razón de su objeto, sin perjuicio de que los accionantes discutan sus derechos en la vía de legalidad correspondiente.

	Sentencia 2014 - 020440. Expediente 14-018401-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra la Ley 9266, reforma parcial de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López salva el voto. 
	ELECCIÓN DE JUNTA DIRECTIVA DEL COLEGIO DE ABOGADOS

Expediente:14-018401-0007-CO
Sentencia:020440-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la ley 9266, reforma parcial de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados.

La norma se cuestiona por modificar el plazo de elección de ciertos miembros de la Junta Directiva, incluso de manera retroactiva, lo que afecta su derecho a elegir y ser electo. Aduce actuar en defensa de intereses colectivos. En el caso bajo estudio se carece de la necesaria y debida invocación de inconstitucionalidad en el asunto que el accionante estima le sirve de base para el planteamiento de esta acción, y que dicha imprecisión determina que la acción de inconstitucionalidad diste de considerarse un medio razonable para la defensa del derecho que se estima vulnerado, es claro que se incumplen sendos requisitos de admisibilidad que, por su propia naturaleza y condición, carecen de la posibilidad de que se prevenga su cumplimiento. Ante ello, lo que corresponde es rechazar de plano esta acción, como en efecto se dispone.

	Sentencia 2014 - 019745. Expediente 14-013474-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULO 48 INCISO 8 DEL CÓDIGO DE FAMILIA. Se rechaza de plano la acción.  
	DIVORCIO POR SEPARACIÓN DE HECHO


Expediente:14-013474-0007-CO
Sentencia:019745-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 48 inciso 8 del Código de Familia. Se cuestiona la frase “por un término no menor a tres años”
La norma se impugna en cuanto establece un plazo para que la separación de hecho dé lugar al divorcio, cuando no hay voluntad de que exista la relación conyugal, mientras que otras causales, como el adulterio, no requieren del transcurso de un plazo para decretarse la disolución del vínculo. A esta acción se le había dado curso; no obstante, a la luz de las consideraciones realizadas en la sentencia, esta acción es inadmisible, por carecer de un asunto previo respecto del cual este proceso pueda servir como un medio razonable para la defensa de los derechos e intereses que se alegan como infringidos, en los términos del citado artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. En consecuencia, se impone el rechazo de plano de esta acción.

	Sentencia 2014 - 020445. Expediente 14-018718-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. CONSULTA JUDICIAL. JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DE PUNTARENAS en lo referente a referente a la interpretación del artículo 96 del Código de Familia. No ha lugar a evacuar la consulta. 
	DECLARATORIA DE PATERNIDAD Y OBLIGACIÓN ALIMENTARIA


Expediente:14-018718-0007-CO
Sentencia:020445-2014 

Consulta Judicial referente a la interpretación del artículo 96 del Código de Familia.

La norma dispone que declarada la paternidad, la obligación alimentaria se retrotrae a la fecha de presentación de la demanda. Estima el juez consultante que la norma es poco clara en cuanto a cuál es el período que corresponde a dichos cobros retroactivos, en lo que respecta a la fecha que pone cota a dicho derecho. Es decir, la norma es clara en definir el momento a partir del cual se cobra la retroactividad, pero no así en cuanto a cuándo termina. Refiere que hay dos posibles interpretaciones, una amplia y una restrictiva, pero que esta última situaría a los menores en posición de riesgo ante la decisión de los adultos que no ejercen de manera oportuna sus derechos. De conformidad con el precedente jurisprudencial citado en el primer considerando de esta sentencia, la presente consulta judicial es inadmisible, por no cumplir con el requisito número dos: tener dudas fundadas sobre la constitucionalidad de la norma. Vistos los argumentos esgrimidos por el Juez consultante en su escrito, su pretensión es la de obtener de esta Sala, una decisión que le indique cuál debe ser el alcance o la interpretación que debe hacerse respecto del párrafo segundo del artículo 96 del Código de Familia, así como cuál de las dos interpretaciones que baraja como posibles del precepto legal, es la que debe aplicar. Es decir, más allá de tener una duda fundada de constitucionalidad de la norma, lo que el Juez promovente persigue, es que esta Sala le resuelva una duda interpretativa del artículo que debe aplicar en el proceso especial de fijación de cuota alimentaria, que conoce en el expediente número 13-000335-1148-PA, en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas. Sobre el particular, debe resaltarse que no corresponde a este Tribunal, indicarle como debe proceder en la causa concreta, señalándole cual de las dos interpretaciones que apunta, es la que debe aplicar a la norma en el caso concreto. Tampoco corresponde a esta jurisdicción determinar la aplicación o la vigencia de la ley en el tiempo, siendo que esta es una función que corresponde a los tribunales ordinarios al resolver los conflictos que se someten a su consideración. Bajo esa perspectiva, este Tribunal observa que el Juez consultante no tiene dudas en relación con la constitucionalidad de la norma que debe aplicar, sino sobre cuál de las posibles interpretaciones de la misma debe aplicar por ser constitucionalmente adecuada, aspecto que no le corresponde resolver a esta sede, pues ello desvirtuaría la naturaleza misma de la consulta judicial de constitucionalidad (ver en igual sentido la sentencia No. 2010014191 de las 14:46 horas del 25 de agosto de 2010). No ha lugar a evacuar la consulta.

	Sentencia 2014 - 019742. Expediente 14-016942-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. Consulta legislativa. PRESUPUESTO DEL 2015. No ha lugar a evacuar la consulta facultativa presentada sobre el Proyecto Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2015, expediente legislativo número 19293. Notifíquese a los diputados consultantes y a la Presidencia de la Asamblea Legislativa. 
	CONSULTA SOBRE LEY DE PRESUPUESTO PARA 2015

Expediente:14-016942-0007-CO
Sentencia:16942-2014


Consulta Legislativa Facultativa planteada por 12 diputados respecto del expediente legislativo 19.293, proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2015. 

Se aducen vicios sustanciales en el procedimiento, que limitan la participación de los diputados miembros de la Comisión, y con ello los principios de participación, publicidad, transparencia y seguridad jurídicas. Alegan que se aplicó un procedimiento acelerado, que evitó que se leyeran mociones o se dispensara su lectura, aún siendo mociones de fondo que afectaban el contenido del proyecto de presupuesto. Estiman que la Presidencia de la Comisión extralimitó sus funciones, y por resolución se avocó por sí misma el conocimiento de mociones que debieron ser valoradas por todos los miembros, o bien, dispensadas de trámite. No ha lugar a evacuar la consulta facultativa presentada sobre el Proyecto Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2015, expediente legislativo número 19293. Notifíquese a los diputados consultantes y a la Presidencia de la Asamblea Legislativa.  ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	No ha lugar a evacuar la consulta.-
	CONSULTA LEGISLATIVA SOBRE LEY DE PRESUPUESTO PLANTEADA POR LA PRESIDENTA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

Expediente:14-017898-0007-CO
Sentencia:20118-2014

Consulta facultativa de constitucionalidad interpuesta por la Presidenta de la Corte Suprema de Justicia; referente a la moción 107 C, incluida como norma número 11 en el Dictamen de Mayoría, emitido por la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, respecto del proyecto de aprobación del "Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico 2015", que se tramita en el expediente legislativo número 19.293. Estima la señora Presidenta que la incorporación de la mencionada norma presupuestaria 11 al Proyecto de Ley de Presupuesto para el ejercicio económico 2015 es contraria a los artículos 9, 154, 177 y 180 de la Constitución Política; a los artículos 59, inciso 19, y 82 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; artículos 1, inciso b, 23, 45, 47, 60, 61, 62, 63 y 64 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos. Asimismo, continua, afecta la sana administración de los recursos asignados al Poder Judicial y la ejecución de proyectos de suma relevancia institucional. Considera que la norma consultada quebrantaría el Principio de Flexibilidad Presupuestaria y se violentaría la independencia funcional, política, económica y de gobierno del Poder Judicial. Añade que la norma consultada representa una camisa de fuerza sobre el ejercicio de competencias constitucionales propias y somete al Poder Judicial ilegítimamente al Poder Ejecutivo. Finalmente que es una norma atípica ya que modifica una Ley de la República sin respetar los procedimientos ordinarios establecidos en la Constitución Política. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre la admisibilidad de las consultas facultativas de constitucionalidad en general y en particular sobre la presente consulta. c) Sobre la inevacuabilidad de esta consulta debido a que el dictamen fue rechazado.- Pese a la admisibilidad de la consulta, esta Sala omite entrar a examinar el objeto de lo consultado y por tanto, la consulta resulta inevacuable, por cuanto en el curso del conocimiento de una consulta facultativa de constitucionalidad, el dictamen es rechazado en el Plenario, todo lo acontecido, en el iter del procedimiento parlamentario dentro de la Comisión dictaminadora, resulta infructuoso y sin posibilidad de producir efecto alguno en el texto del proyecto. Con ello, carece de interés actual que esta Sala examine si la moción consultada roza o no con la Constitución Política, pues ello no tendrá la virtud de producir efecto alguno sobre el proyecto que finalmente sea aprobado. (En este sentido, sentencia número 2014-019742, de las dieciséis horas quince minutos del dos de diciembre del dos mil catorce). No ha lugar a evacuar la consulta.-

	Sentencia 2014 - 020442. Expediente 14-018540-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra impugna articulo 06 del acta Nº 339-14 de concejo municipal del Cantón Central de Cartago. Se rechaza de plano la acción.-
	COBRO POR PERMISOS DE VENTA ESTACIONARIA

Expediente:14-018540-0007-CO
Sentencia:20442-2014 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 6 del acta número 339-14, de la sesión del Concejo Municipal de Cartago de 11 de noviembre de 2014.

La norma establece un cobro de un 100% adicional sobre el permiso ya otorgado, para tener un permiso adicional para laborar los días lunes, martes y miércoles de diciembre de 2014, como vendedor estacionario en el Mercado Municipal de Cartago. En este caso, se rechazó de plano el amparo base de la acción, al carecer de asunto pendiente, la acción no cumple uno de los requisitos de admisibilidad lo cual la hace inadmisible y obliga a su rechazo. 

	Sentencia 2014 - 019752. Expediente 14-017751-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULO 346 DE LA LEY GENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Se rechaza de plano la acción.-  
	PLAZO PARA PLANTEAR RECURSOS CONTRA INICIO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

Expediente:14-017751-0007-CO
Sentencia:019752-2014 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 346 de la Ley General de la Administración Pública.

Se cuestiona la norma, por cuanto se estima que el plazo de 24 horas para presentar recurso de revocatoria y apelación contra el auto inicial de inicio de un procedimiento administrativo, violenta el debido proceso y el acceso a la justicia, al mismo tiempo que es un plazo contrario a los principios de razonabilidad, proporcionalidad y defensa. La Sala ha establecido que resulta posible fundar la acción en proceso Administrativo, siempre
y cuando la invocación de inconstitucionalidad a que hace referencia el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se haya efectuado dentro de la fase de agotamiento de la vía propiamente dicha, que como se ha indicado reiteradamente, inicia con y a partir del recurso de reposición o alzada, interpuestos contra el acto final. Ninguno de los tres procedimientos se encuentra en esa etapa, por lo que la acción resulta entonces, prematura. Se rechaza de plano la acción.

	Sentencia 2014 - 019764. Expediente 14-018477-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY 3664, LEY QUE REGULA EL PROCESO LABORAL DE MENOR CUANTÍA. Se rechaza de plano la acción.  
	
APELACIÓN EN PROCESOS DE MENOR CUANTÍA

Expediente:14-018477-0007-CO
Sentencia:019764-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 de la Ley 3664, Ley que regula el proceso laboral de menor cuantía.

Se cuestiona la norma, en la medida que dispone que en estos procesos no procede recurso alguno, salvo el de apelación contra la sentencia que se dicte en caso de falta de contestación de la demanda o allanamiento expreso y total, lo que estima violatorio al derecho a la doble instancia. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base. Adicionalmente, cabe señalar que esta Sala ya ha conocido con anterioridad impugnaciones contra la normativa objeto de esta acción y de forma repetida ha establecido que no contraviene la Carta Política, por lo que procede también el rechazo por razones de fondo y, así, además, disipar el cuestionamiento de constitucionalidad. Entre estas decisiones, se cita la sentencia 13106-13. 

	Sentencia 2014 - 020443. Expediente 14-018575-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el articulo 68-69 del REGLAMENTO AUTONOMO DE TRABAJO DEL COLEGIO UNIVERSITARIO DE CARTAGO. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López pone nota. 
	DOCUMENTOS PARA JUSTIFICAR AUSENCIAS EN EL COLEGIO UNIVERSITARIO DE CARTAGO

Expediente:14-018575-0007-CO
Sentencia:020443-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 68 y 69 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Colegio Universitario de Cartago.

La norma se impugna en la medida que dispone que los documentos para justificar ausencias por enfermedad, son únicamente los emitidos por la CCSS. La acción resulta inadmisible por falta de fundamentación, por falta de legitimación de la accionante, en razón del objeto de impugnación, por prematura en cuanto al procedimiento administrativo que se cita como base y por no constituir medio razonable en cuanto al amparo que se cita. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López pone nota.

	Sentencia 2014 - 019751. Expediente 14-017620-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LA RESOLUCIÓN DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN DIRECTA NÚMERO DGT-R-012-2011. Se rechaza de plano la acción.-  
	SISTEMA “EDDI 7” PARA LA DECLARATORIA DE IMPUESTOS

Expediente:14-017620-0007-CO
Sentencia:019751-2014  

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución de la Dirección General de Tributación Directa número DGT-R-012-2011.

La resolución cuestionada crea el sistema EDDI 7 para la declaratoria de impuestos. Se rechaza de plano la acción por carecer de asunto base. 

	Sentencia 2014 - 019744. Expediente 11-003825-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULOS 124 Y 116 B) DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. Se rechaza de plano la acción.-  
	DETERMINACIÓN DE RENTA LIQUIDA GRAVABLE

Expediente:11-003825-0007-CO
Sentencia:019744-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 124 y 116 b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

Se acusa que las normas impugnadas establecen una delegación de potestades tributarias reservadas a la ley, a la Dirección General de Tributación Directa, así como la ausencia de criterios objetivos para el ejercicio de la facultad fiscalizadora, lo que a juicio de la recurrente provoca que se pueda crear una determinación tributaria, contraria a la capacidad contributiva del contribuyente, al extremo de considerarse confiscatoria. Suspendida por acción 10-12093. Se rechaza de plano la acción por no cumplir los requisitos establecidos en los artículos 75 y 79, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Por lo demás, tenga en cuenta la accionante que esta Sala ya se pronunció sobre la constitucionalidad de las normas cuestionadas en sentencia número 2014-01226 de las 16:20 horas del 29 de enero de 2014.

	Sentencia 2014 - 019777. Expediente 14-018567-0007-CO. A las diez horas con cincuenta minutos. Consulta legislativa. ASPECTOS DE PROCEDIMIENTO SEGUIDOS AL PROYECTO DE PRESUPUESTO ORDINARIO Y EXTRAORDINARIO DE LA REPÚBLICA EJERCICIO ECONÓMICO EXPEDIENTE 19293. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 14-018555-0007-CO se tramita ante esta Sala. 
	LEY DE PRESUPUESTO 2015

Expediente:14-018567-0007-CO
Sentencia:019777-2014

Consulta Legislativa referente al proyecto de presupuesto nacional, expediente legislativo número 19.293. Se consulta sobre el procedimiento legislativo seguido por el Presidente del Directorio en las sesiones del jueves 20 y lunes 24 de noviembre, al tramitar los dictámenes afirmativos de minoría, ya que ninguno fue puesto a discusión. Agregan que el Presidente dispuso dar por aprobado el proyecto, a pesar que ya había sido objeto de rechazo en las votaciones de los tres dictámenes, y en la votación en que el Plenario rechazó el proyecto de presupuesto. Estiman se violenta los artículos 119, 124, 176, 179, 180 de la Constitución, el principio democrático, y los artículos 123, 177 y 179 del Reglamento Legislativo. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 14-018555-0007-CO se tramita ante esta Sala. 

	Sentencia 2014 - 020435. Expediente 14-017268-0007-CO. A las nueve horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra párrafos 1 y 2 del artículo 35 de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 14-018692-0007-CO se tramita ante esta Sala. 
	COMISO DE SUMAS SUPERIORES A LOS $10.000

Expediente:14-017268-0007-CO
Sentencia:020435-2014

Acción de inconstitucionalidad contra párrafos 1 y 2 del artículo 35 de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas.

Se cuestionan las normas, en la medida en que dicho artículo fue modificado por la ley de Fortalecimiento de la Legislación contra el Terrorismo. Indica que dicha norma permite el comiso inmediato, sin debido proceso, de las sumas y valores superiores a los diez mil dólares que no hayan sido declarados al ingresar o salir del país. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 14-018692-0007-CO se tramita ante esta Sala.

	Sentencia 2014 - 019747. Expediente 14-015575-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LEY Nº7858 Y DIRECTRIZ 012.-MTSS-2014. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 14-14251-000-7-CO se tramita ante esta Sala.  
	TOPE DE PENSIONES POR DIRECTRIZ DEL MTSS

Expediente:2014-15575
Sentencia:019747-2014
 
Acción de inconstitucionalidad contra la Ley 7858 del 22-12-1998; el artículo 2 de la reforma al artículo 3 de la Ley número 7605 de 1996 y agrega un artículo 3 bis; contra la Directriz 012-MTSS-2014, publicada en el Alcance Digital número 40 al Diario La Gaceta del 08-08-2014.

El Artículo 2 de la Ley 7858, se impugna en cuanto establece un  tope máximo de pensión para todos los regímenes contributivos de pensiones con cargo al presupuesto nacional. Se considera contrario al principio de publicidad y transparencia del procedimiento legislativo, porque -durante su tramitación- al proyecto de ley no se le dio publicidad, ni se dio la suficiente discusión al proyecto de ley. Además, no existió un estudio  de Servicios Técnicos, ni se le dio audiencia a ninguna persona física o jurídica sobre la reforma. Además, se vulnera el principio de irretroactividad contenido en el artículo 34 constitucional, pues la Directriz, es una disposición arbitraria emitida en vía administrativa dirigida a afectar los topes de pensiones legítimamente aprobadas, aplicando una ley posterior, con carácter retroactivo. Aduce que el monto de  la pensión se define con las reglas y deducciones  vigentes al momento de su otorgamiento, por lo que una vez, otorgada la pensión el monto debe respetarse en calidad de derecho adquirido, por lo que su afectación en este caso constituye una expropiación de su patrimonio, contrario a lo dispuesto en el artículo 45 constitucional. Asimismo, se acusa la violación al principio de razonabilidad, ya  que el tope establecido de ingresos por concepto de cotización estatales, obreros y patronales sean menores que los egresos derivados del pago de los beneficios no es un parámetro racional, porque hace a un lado que la única forma de tener por deficitario un régimen jubilatorio es partir de que los ingresos del régimen deben formar un fondo, deben reinventarse, generar rentas, pues está en función de financiar el régimen mismo. Pero en este caso, el Estado simplemente, consume las cuotas como un mero ingreso ordinario. Se olvida de que las cuotas son para financiar las pensiones futuras, no las presentes, lo que solo puede lograrse dentro de un verdadero fondo. Además, en todos los regímenes la aportación es tripartita (Estado, patrono y trabajadores) y en consecuencia, a la hora de considerar los ingresos debe verse la efectividad de todos los aportes debidos. Otro aspecto, es que la norma se refiere a la totalidad de los regímenes sostenidos por el Presupuesto Nacional, sin que se obligue a determinar cuál o cuáles son exactamente los que están mal financieramente y en qué medida. Considera injusto el tope de diez veces el salario más bajo, el cual actualmente se reduce a 2.4 millones, no puede ser considerado una pensión de lujo, pues en el sector público existen muchas personas con sueldos superiores ese monto. Además, que tampoco es razonable  que se tome  esa medida para evitar el desfinanciamiento, pues en  este caso los únicos sacrificados son los pensionados. También las causas del desfinanciamiento en cada régimen es diferente, por lo que  resulta improcedente brindar a todos una misma solución. La Directriz se impugna en cuanto es emitida por el Ministerio de Trabajo de manera interna, pero afecta a terceros, por lo que debió  ser emitida por medio de un Decreto del Poder Ejecutivo, quien tiene la potestad de reglamentar las leyes. La Directriz, pretende afectar, luego de 16 años, a las jubilaciones  otorgadas después del 98, una vez vigente la Ley 7858, lo que implicaría que las pensiones otorgadas luego del 98 fueron ilegales. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 14-14251-000-7-CO se tramita ante esta Sala.  

	Sentencia 2014 - 020478. Expediente 11-013081-0007-CO. A las nueve horas con cuarenta y Cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra Decreto Ejecutivo número 35148-MINAET en su totalidad y de los artículos 1,3,10,12,13,117,182,183,192,193,141,204 y 41 del Decreto Ejecutivo 35148-MINAET "Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas. Elimínese la parte dispositiva de la sentencia número 016158-2014, de las catorce horas con treinta minutos de primero de octubre de este año, el texto que dice: Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Lo que se incluyó por error material.-
	PARTICIPACIÓN DE ORGANIZACIONES EN EL FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DEL SECTOR DE TELECOMUNICACIONES. (Se corrige error material) 
Expediente:11-013081-0007-CO
Sentencia:016158-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 35148-MINAET en su totalidad y específicamente los artículos ,3,10,12,13,117,182,183,192,193,141,204 y 41, que se denomina Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las entidades públicas del Sector de Telecomunicaciones. Publicado en La Gaceta número 72 del 15-4-2009. Elimínese la parte dispositiva de la sentencia número 016158-2014, de las catorce horas con treinta minutos de primero de octubre de este año, el texto que dice: Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Lo que se incluyó por error material.-

	Sentencia 2014 - 019671. Expediente 14-018420-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. CONFLICTO CONSTITUCIONAL. SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Conflicto de Competencia planteado por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, remite a este Tribunal Constitucional una inconformidad por razones de competencia planteada por la representación del Estado (Procuraduría General de la República) en un “amparo de legalidad”. Sí es competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa conocer y resolver sobre el apego de las administraciones públicas a los plazos pautados en leyes generales o sectoriales para concluir un procedimiento administrativo, todo en aras de evitar dilaciones injustificadas o retardos indebidos o el derecho a un procedimiento pronto y cumplido.
	CONFLICTO DE COMPETENCIA. DIFERENCIA ENTRE EL DERECHO DE PETICIÓN Y EL DERECHO A UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PRONTO Y CUMPLIDO

Expediente:14-018420-0007-CO
Sentencia:019671-2014

Conflicto de Competencia planteado por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, remite a este Tribunal Constitucional una inconformidad por razones de competencia planteada por la representación del Estado (Procuraduría General de la República) en un “amparo de legalidad”. Lo anterior a efecto de que esta Sala Constitucional defina, nuevamente y por segunda ocasión, si el asunto debe conocerlo y resolverlo la jurisdicción contencioso-administrativa o no. En este caso señala la Sala lo siguiente: 1) Lleva razón la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, al señalar que corresponde a este Tribunal Constitucional definir de manera exclusiva y excluyente su propia competencia. Lo que incluye, desde luego, deslindar el ámbito de las cuestiones amparables de las que son de mera legalidad. Ciertamente, este Tribunal Constitucional es el sumo y último intérprete de la Constitución, así como de sus competencias. 2) La inconformidad en cuanto a la competencia planteada por la Procuraduría General de la República, parte de una premisa absolutamente errada, que consiste en confundir el derecho de petición contemplado en el numeral 27 de la Constitución, con el denominado, por este Tribunal Constitucional, “derecho a un procedimiento administrativo pronto y cumplido” que se ha entendido incardinado en el contenido esencial del artículo 41 constitucional. En suma, existen diferencias esenciales entre el derecho de simple petición y el derecho a un procedimiento administrativo pronto y cumplido que podemos resumir de la siguiente manera: a) El derecho de petición lo ejerce cualquier persona o ciudadano de modo general, a diferencia del derecho a un procedimiento pronto y cumplido que puede ser ejercido por las partes interesadas que tienen alguna legitimación con relación al objeto del procedimiento administrativo de manera específica “utisinguli”; b) el derecho de petición no genera la incoación y sustanciación de un procedimiento administrativo a diferencia del derecho a un procedimiento pronto y cumplido; y c) en el derecho de simple petición el resultado que se obtiene es una respuesta y no un acto administrativo de carácter formal, final y definitivo. 3) Se reitera que este Tribunal Constitucional nunca le delegó a la jurisdicción contencioso-administrativa las cuestiones que atañen al derecho simple de petición. Lo que este Tribunal Constitucional remitió desde el Voto No. 2545-2008 de las 8:55 hrs. de 22 de febrero de 2008 –reiterado en infinidad de ocasiones- a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa es que los procedimientos administrativos no sufran retardos indebidos o dilaciones injustificadas por apartarse de los plazos pautados en las leyes generales y sectoriales para su conclusión. Empero, cabe advertir que, incluso, no todos los supuestos del derecho a un procedimiento pronto y cumplido los ha remitido este Tribunal Constitucional a la jurisdicción contencioso-administrativa, por cuanto, paulatinamente, ha ido definiendo casos de excepción en la materia cuyo conocimiento y resolución se reserva, tales como los siguientes: 1) Denuncia o procedimiento ambiental; 2) denuncia de corrupción; 3) pago de salarios; 4) jubilaciones (únicamente, cuando se reclama el pago de las prestaciones); 5) pensiones (únicamente, en aquellos supuestos relacionados con parálisis cerebral profunda y Régimen no Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social); 6) privados de libertad; 7) retardo en la solicitud de visita conyugal por privado de libertad; 8) discapacitados; 9) personas menores de edad; 10) adultos mayores (cuando no se refieran a cuestiones de pensión y tenga relación directa con su condición de adulto mayor); 11) extranjeros y costarricenses que se encuentran fuera del territorio nacional; 12) agua potable y electricidad; 13) indígenas; 14) licencia de maternidad; 15) solicitudes de aseguramiento a la Caja Costarricense de Seguro Social; 16) solicitudes de adecuación curricular. 4) No sobra, por lo demás advertir, que la Ley de Regulación del Derecho de Petición No. 9097, pese a regular cuestiones que le atañen a la jurisdicción constitucional, nunca le fue consultada a este Tribunal Constitucional, tal como lo impone preceptiva e imperativamente el numeral 96, inciso a), de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por lo que padece de un gravísimo vicio de inconstitucionalidad. 5) En mérito de lo expuesto, se impone resolver la inconformidad de competencia, en el sentido que sí es competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa conocer y resolver sobre el apego de las administraciones públicas a los plazos pautados por leyes generales o sectoriales para concluir un procedimiento administrativo, en aras de evitar dilaciones indebidas o retardos injustificados, todo según lo establecido por este Tribunal Constitucional desde el Voto No. 2545-2008 de las 8:55 hrs. de 22 de febrero de 2008.

	Sentencia 2014 - 019776. Expediente 13-003396-0007-CO. A las diez horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra EL PLAN REGULADOR DE MUNICIPALIDAD PUERTO JIMÉNEZ, DIRECTOR DEL INSTITUTO GEOGRÁFICO NACIONAL, DIRECTORA DEL ÁREA DE CONSERVACIÓN DE OSA, JEFE DEL PROGRAMA DE PATRIMONIO NATURAL DEL ESTADO DEL MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGÍA, MINISTRO DEL MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGÍA. Por mayoría se declara sin lugar la acción. El Magistrado Jinesta pone nota y ordena que en el plazo de 3 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, el Estado, el Ministerio de Ambiente y Energía y sus órganos competentes procedan, a delimitar, de manera definitiva y cierta las áreas del Patrimonio Natural del Estado. De haber traslape en dichas zonas deberán emplear todos los medios que el ordenamiento jurídico permite, para recuperar dichos terrenos en forma pronta y efectiva. El Magistrado Rueda coincide con la desestimatoria de la acción pero salva el voto en cuanto a los alcances de la parte dispositiva, por cuanto: 1) considera que se debe ordenar a la Municipalidad de Golfito incorporar en el Plan Parcial Regulador de Puerto Jiménez la variable ambiental, conforme al artículo 67 del "Reglamento General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental”, aprobado mediante el Decreto Ejecutivo No. 31.849 de 24 de mayo 2004, reformado mediante el Decreto Ejecutivo No. 34.688 de 25 de febrero de 2008, y el "Manual de Instrumentos Técnicos para el Proceso de Evaluación del Impacto Ambiental (Manual de EIA)- Parte III”, aprobado en el Decreto Ejecutivo 32.967-MINAE de 20 de febrero de 2006; y 2) estima que se debe ordenar al Ministerio de Ambiente y Energía y al Instituto Geográfico Nacional que procedan, en un plazo máximo de 4 años a partir de la notificación de esta sentencia, a realizar los trámites requeridos a efectos de demarcar con exactitud los linderos del patrimonio natural del Estado y, de resultar alguna rectificación, la Municipalidad de Golfito deberá modificar el Plan Regulador en dicho sentido; en el ínterin de tal verificación y en aplicación del principio precautorio, la Municipalidad de Golfito deberá mantener el acuerdo aplicado hasta el momento, de no otorgar concesiones en las áreas diferenciables advertidas por el Área de Conservación de Osa. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar la acción, y anulan el Plan Regulador de Puerto Jiménez, Golfito-Puntarenas, por estimarlo contrario a los derechos protegidos en los artículos 7, 50, 89 y 169 de la Constitución Política, así como el artículo 5º de la Convención para la Protección de la Flora, Fauna y de las Bellezas Escénicas Naturales de los Países de América (Ley No. 3763), el artículo 4º de la Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural (Ley No. 5980) y el artículo 4º de la Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional (Ley No. 7224). Los Magistrados Castillo Víquez y Cruz Castro ponen nota. 
	PLAN REGULADOR DE PUERTO JIMENEZ, GOLFITO Y PUNTARENAS

Expediente:13-003396-0007-CO
Sentencia:019776-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el Plan Regulador de Puerto Jiménez, Golfito y Puntarenas y el Reglamento de Zonificación. Publicado en la Gaceta No. 65 del 01 de abril del 2004. La normativa se impugna en su totalidad. Señalan que dicho Plan Regulador se publicó solo parcialmente y sin contemplar la variable ambiental que requiere el principio precautorio, a pesar de que permite otorgar concesiones a inversionistas en una sección de la zona marítimo terrestre de alta fragilidad ambiental, ya que hay manglares. Asimismo, indican que carece de un estudio técnico que haya permitido fijar como zona de protección únicamente el 29,58% del área, comprometiendo sitios de humedal, paisaje natural y rural. Señalan que resulta gravoso que una empresa privada haya elaborado y pagado la normativa en cuestión, pudiendo beneficiarse del mismo para desarrollo de sus proyectos turísticos, sin contar de previo con una evaluación ambiental por parte de SETENA. Asimismo, consideran que al carecer de tal evaluación preliminar la comunidad no tuvo realmente la oportunidad de participar debidamente informada. Por mayoría se declara sin lugar la acción. El Magistrado Jinesta pone nota y ordena que en el plazo de 3 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, el Estado, el Ministerio de Ambiente y Energía y sus órganos competentes procedan, a delimitar, de manera definitiva y cierta las áreas del Patrimonio Natural del Estado. De haber traslape en dichas zonas deberán emplear todos los medios que el ordenamiento jurídico permite, para recuperar dichos terrenos en forma pronta y efectiva. El Magistrado Rueda coincide con la desestimatoria de la acción pero salva el voto en cuanto a los alcances de la parte dispositiva, por cuanto: 1) considera que se debe ordenar a la Municipalidad de Golfito incorporar en el Plan Parcial Regulador de Puerto Jiménez la variable ambiental, conforme al artículo 67 del "Reglamento General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental”, aprobado mediante el Decreto Ejecutivo No. 31.849 de 24 de mayo 2004, reformado mediante el Decreto Ejecutivo No. 34.688 de 25 de febrero de 2008, y el "Manual de Instrumentos Técnicos para el Proceso de Evaluación del Impacto Ambiental (Manual de EIA)- Parte III”, aprobado en el Decreto Ejecutivo 32.967-MINAE de 20 de febrero de 2006; y 2) estima que se debe ordenar al Ministerio de Ambiente y Energía y al Instituto Geográfico Nacional que procedan, en un plazo máximo de 4 años a partir de la notificación de esta sentencia, a realizar los trámites requeridos a efectos de demarcar con exactitud los linderos del patrimonio natural del Estado y, de resultar alguna rectificación, la Municipalidad de Golfito deberá modificar el Plan Regulador en dicho sentido; en el ínterin de tal verificación y en aplicación del principio precautorio, la Municipalidad de Golfito deberá mantener el acuerdo aplicado hasta el momento, de no otorgar concesiones en las áreas diferenciables advertidas por el Área de Conservación de Osa. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar la acción, y anulan el Plan Regulador de Puerto Jiménez, Golfito-Puntarenas, por estimarlo contrario a los derechos protegidos en los artículos 7, 50, 89 y 169 de la Constitución Política, así como el artículo 5º de la Convención para la Protección de la Flora, Fauna y de las Bellezas Escénicas Naturales de los Países de América (Ley No. 3763), el artículo 4º de la Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural (Ley No. 5980) y el artículo 4º de la Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional (Ley No. 7224). Los Magistrados Castillo Víquez y Cruz Castro ponen nota. ESTE VOTO SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	Sentencia 2014 - 020473. Expediente 12-005740-0007-CO. A las quince horas con veinte minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículos 42, 43 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y Artículos 2, 6 y 8 del Reglamento para el Pago de Incapacidades del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción. Las Magistradas Pacheco Salazar y Garro Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción con todas sus consecuencias.-
	PAGO DE INCAPACIDADES EN EL PODER JUDICIAL

Expediente:12-005740-0007-CO
Sentencia:020473-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 42, 43 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los artículos 2, 6 y 8 del Reglamento para el Pago de Incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial

Se cuestiona el pago del salario completo a funcionarios judiciales, cuando se incapacitan. Se declara sin lugar la acción. Las Magistradas Pacheco Salazar y Garro Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción con todas sus consecuencias. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Actas%20años%20anteriores.htm]

	· Estadísticas mensuales por tema



ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL 
DICIEMBRE 2014
Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de DICIEMBRE 2014. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

DICIEMBRE  2014

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

DICIEMBRE 2014

	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Conflictos Constitucionales
	22
	1.7%

	Consultas Legislativas
	2
	0.08%

	Consultas Judiciales
	0
	0%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	14
	1.08%

	Hábeas Corpus
	114
	8.83%

	Recursos de Amparo
	1139
	88.23%

	Total
	1291
	

	
	
	


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

DICIEMBRE 2014
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

DICIEMBRE  2014

	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	260
	22.82%

	Con Lugar Parcial
	43
	3.78%

	Sin Lugar
	331
	29.06%

	Rechazo de Plano
	431
	37.84%

	Rechazo por el Fondo
	74
	6.50%

	Total 
	1139
	100%


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

DICIEMBRE 2014
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA



	Trabajo
	161
	14.14%

	Salud
	169
	14.83%

	Pronta Resolución
	107
	9.39%

	Petición
	85
	7.46%

	Penitenciario
	53
	4.65%

	Educación
	62
	5.44%

	Penal
	62
	5.44%

	Pensión
	28
	2.46%

	Información
	35
	3.07%

	Servicios Públicos
	26
	2.28%

	Poder Ejecutivo
	13
	1.14%

	Pensiones Alimentarias
	47
	4.13%

	Propiedad
	17
	1.49%

	Municipalidad
	44
	3.86%

	Poder Judicial
	31
	2.72%

	Tránsito
	17
	1.49%

	Ambiente
	15
	1.31%

	Asociación
	11
	0.97%

	Seguridad Social
	22
	1.93%

	Seguros
	9
	0.79%

	Bancario
	18
	1.58%

	Minorías
	30
	2.63%

	Familia
	15
	1.32%

	Comercio
	9
	0.79%

	Sujeto de Derecho Privado
	14
	1.23%

	Migración
	5
	0.44%

	Contratos o Licitaciones
	9
	0.79%

	Notariado
	1
	0.09%

	Intimidad
	5
	0.44%

	Financiero
	0
	0

	Electoral
	3
	0.26%

	Tributario
	6
	0.53%

	Amparo contra Norma
	4
	0.35%

	Libertad de Expresión y Prensa
	1
	0.09%

	Libertad de Tránsito
	2
	0.18%

	Colegios Profesionales
	3
	0.27%

	Asamblea Legislativa
	0
	0

	Tramite
	0
	0

	Total
	1139
	100%


Cuadro N°4: Este cuadro presenta los asuntos votados por tema y por resultado o término. 

	CUADRO No.4

ASUNTOS VOTADOS POR  TEMA Y POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

DICIEMBRE 2014

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	 
	

	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados
	

	DICIEMBRE  2014
	

	 
	

	Por Tema
	 

	 
	 

	Ambiente
	15

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	9

	 
	

	Amparo contra norma
	3

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Asamblea legislativa
	0

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Asociación
	11

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	5

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Bancario
	18

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Colegios profesionales
	3

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Comercio
	9

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Contratos o Licitaciones
	9

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	7

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Educación
	62

	 
	

	Con Lugar
	12

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	6

	Rechazo de Plano
	15

	Sin Lugar
	15

	 
	

	Electoral
	3

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Familia
	15

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	7

	 
	

	Financiero
	0

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Información
	35

	 
	

	Con Lugar
	20

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	6

	 
	

	Intimidad
	5

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Libertad de expresión y prensa
	1

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Libertad de Tránsito
	2

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Migración
	5

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Minorías
	30

	 
	

	Con Lugar
	11

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	3

	Sin Lugar
	10

	 
	

	Municipalidad
	44

	 
	

	Con Lugar
	8

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	22

	Sin Lugar
	11

	 
	

	Notariado
	1

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Penal
	62

	 
	

	Con Lugar
	9

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	5

	Rechazo de Plano
	18

	Sin Lugar
	29

	 
	

	Penitenciario
	53

	 
	

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	7

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	12

	Sin Lugar
	27

	 
	

	Pensión
	28

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	23

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Pensiones alimentarias
	47

	 
	

	Con Lugar
	7

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	13

	Sin Lugar
	20

	 
	

	Petición
	85

	 
	

	Con Lugar
	33

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	15

	Rechazo de Plano
	21

	Sin Lugar
	14

	 
	

	Poder ejecutivo
	13

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	6

	 
	

	Poder judicial
	31

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	27

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Pronta resolución
	107

	 
	

	Con Lugar
	14

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	5

	Rechazo de Plano
	64

	Sin Lugar
	20

	 
	

	Propiedad
	17

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	10

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Salud
	169

	 
	

	Con Lugar
	109

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	10

	Sin Lugar
	45

	 
	

	Seguridad social
	22

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	11

	Sin Lugar
	9

	 
	

	Seguros
	9

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	5

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Servicios públicos
	26

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	13

	Sin Lugar
	7

	 
	

	Sujeto de derecho privado
	14

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	11

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Trabajo
	161

	 
	

	Con Lugar
	20

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	18

	Rechazo de Plano
	73

	Sin Lugar
	46

	 
	

	Tramite
	0

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Tránsito
	17

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	10

	Sin Lugar
	7

	 
	

	Tributario
	6

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	4

	Sin Lugar
	1


	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

	DICIEMBRE  2014

	

	Por área del Estado involucrada

	 
	 
	 

	 
	 
	 

	Autónomas
	127
	11.15%

	Caja Costarricense del Seguro Social
	266
	23.54%

	Contraloría General de la República
	1
	0.09%

	Colegios Profesionales
	5
	0.44%

	Defensoría de los habitantes
	
	

	Municipalidad
	115
	10.09%

	País
	
	

	Poder Ejecutivo
	372
	32.66%

	Poder Judicial
	180
	15.08%

	Poder Legislativo
	2
	1.08%

	Privado
	56
	4.02%

	Procuraduría General de la República
	
	

	Tribunal Supremo de Elecciones
	2
	1.08%

	Varios
	
	

	No aplica
	1
	0.09%

	No indica
	12
	1.05%

	Total
	1139 
	


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 

117

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/0-ESTADISTICA%20DE%20AMPAROS%20Y%20HABEAS%20POR%20TEMAS%20ENERO-OCTUBRE%202013.htm]
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

DICIEMBRE ACTUALIZACIÓN 2014

ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…De ello se deriva el principio de la inviolabilidad de la vida humana, de modo que es deber de la sociedad y el Estado su protección.  Es el más elemental y fundamental de los derechos humanos y del cual se despliegan todos los demás. El derecho a la vida demanda condiciones de salud en su más amplio sentido, de forma que el derecho a la salud, sin perder su autonomía, casi viene a presentarse como un aspecto del derecho a la vida. Doctrina y Filosofía a través de todos los tiempos han definido a la vida como el bien más grande que pueda y deba ser tutelado por las leyes, y se le ha dado el rango de valor principal dentro de la escala de los derechos del hombre, lo cual tiene su razón de ser pues sin ella todos los demás derechos resultarían inútiles, y precisamente en esa media es que debe ser especialmente protegida por el Ordenamiento Jurídico. En nuestro caso particular, la Constitución Política en su artículo 21 establece que la vida humana es inviolable, y a partir de ahí se ha derivado el derecho a la salud que tiene todo ciudadano. Tampoco debe perderse de vista, que existen disposiciones normativas en diversos instrumentos internacionales de Derecho, citadas en considerandos anteriores -que el Estado costarricense se ha comprometido a honrar-, que establecen que el trabajador tiene derecho a ejecutar las funciones que le competen en un ambiente apropiado, cuyas condiciones garanticen la protección de su derecho a la salud, lo que evidentemente se echa de menos en el caso de los amparados. De conformidad con lo expuesto, el recurso resulta parcialmente procedente, por violación a los artículos 21 y 56, de la Constitución Política, debido a se tiene por acreditado que la situación actual que vienen soportando los empleados y las demás personas que a diario frecuentan la Asamblea Legislativa –que se estiman en más de mil diarios- pone en peligro su derecho a la vida y a la salud, debido a  los problemas estructurales e inundaciones que presentan los edificios que albergan al Congreso…” Sentencia 19782-14

ARTÍCULO 24 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…la información sobre los movimientos migratorios o impedimentos de ingreso o egreso de las personas, es de acceso público. Sin embargo, la constancia que emite la Dirección de Migración y Extranjería en dicho sentido, no incluye datos de carácter sensible, tales como: el lugar de destino, procedencia, el número de vuelo, ocupación  y otros, que sí son de acceso restringido, y en caso de hacerlos públicos, definitivamente lesionarían el derecho a la intimidad o a la autodeterminación informativa. Así las cosas, la Dirección recurrida no ha vulnerado el derecho de intimidad, regulado en el artículo 24, de la Constitución Política, al brindar la información sobre las entradas, y salidas al país o bien, los impedimentos de ingreso o egreso, del amparado o de alguna persona en particular, pues dichos datos no pueden estimarse como confidenciales, por cuanto, no afectan la intimidad o esfera privada del individuo, al no involucrar o contener información íntima y/o sensible (al respecto, ver sentencia número 2010-019795 de las nueve horas y cincuenta y seis minutos del veintiséis de noviembre del dos mil diez)…” Sentencia 20217-2014

ARTÍCULO 30 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…Para esta Sala, la respuesta brindada por la autoridad recurrida, lesiona el derecho de acceso a la información administrativa, dispuesto en el numeral 30 constitucional, porque los datos requeridos por el recurrente constituyen información pública, en el tanto se trate del resultado final de la evaluación de desempeño de funcionarios públicos en el ejercicio de labores propias de su cargo, y se excluya cualquier dato sensible, toda vez que éstos a su vez se encuentran protegidos por el artículo 24, de la Constitución Política…” Sentencia 20530-2014
ARTÍCULO 77 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…En mérito de lo dicho, considera la Sala que en el caso concreto, en modo alguno se le ha lesionado a la amparada su derecho a la educación pues cuenta con otras opciones en la zona para el ingreso a su proceso educativo ya que lo que importa es que la amparada tenga posibilidad de realizar sus estudios en algún centro educativo y no necesariamente en el que es de la elección de sus padres. No puede olvidarse que la regulación de la forma de ingreso lo que pretende es evitar un perjuicio para quienes habitan dentro de la jurisdicción del centro educativo así como también se constituye en una garantía de que a los estudiantes se les brinda una educación de calidad, por lo cual, deben conformarse los grupos con los cupos establecidos en los manuales respectivos y no más allá de esas cifras máximas pues tal circunstancia acarrearía una inadecuada atención a los estudiantes, que por lo demás, la determinación del número máximo de estudiantes por grupo es un aspecto técnico que no corresponde a esta Sala fijar. No existe, entonces, un derecho a escoger determinado centro educativo, sino a que se garantice  el acceso a la educación a todas aquellas personas que así lo soliciten.  Por tales razones, al estimarse que no se han vulnerado los derechos de la amparada, no procede más que la desestimación del recurso, como en efecto se ordena…” Sentencia 20605-14

PRINCIPIO DE INFORMALISMO

“…Particularmente, se le está exigiendo al recurrente aportar un poder legal para que su autorizado retire la copia solicitada; sin embargo, dicho requerimiento es contrario al principio de informalismo que debe primar cuando se solicite a la Administración información pública. Es improcedente que las accionadas impongan requisitos que no están regulados legalmente. Pese a lo anterior, conviene aclarar que si bien es cierto, entre los principios generales del derecho administrativo, está el de informalismo, que implica la interpretación más favorable a la admisión de los escritos presentados por los administrados, también es cierto, que la Ley General de la Administración Pública, en su artículo 286, dispone com respecto al tema de las autenticaciones lo siguiente: “1. La petición será válida sin autenticaciones aunque no la presente la parte, salvo facultad de la Administración de exigir la verificación de la autenticidad por los medios que estime pertinentes. 2. Se tendrán por auténticas las presentaciones hechas personalmente”. En este caso, conforme la normativa citada, se denota que quien pretendía retirar la información no es la persona que la solicitó, se le puede requerir al petente que la firma de la autorización esté autenticada por un abogado -por ejemplo-, pero no la exigencia de un requisito arbitrario, contrario al principio de informalismo, como lo sería que se la imposición de la presentación de un poder especial para entregar la información pública...” Sentencia 20005-2014
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre jurisprudencia de este Tribunal. La atención al usuario, esta ubicada en la Secretaría de la Sala, atendemos también consultas por correo electrónico y por teléfono. Para mantenerlos informados, ponemos a su disposición en nuestra página de Internet,  (dirección www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional) las siguientes herramientas de información sobre asuntos pendientes y jurisprudencia de la Sala Constitucional: 
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